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INTRODUCCIÓN 
 
La jurisprudencia Constitucional tiene la capacidad de modificar, aclarar o profundizar los 
conceptos relevantes para el mundo jurídico, constituyéndose como una valiosa herramienta 
para el abogado y el desarrollo del Estado de derecho. Postulada inicialmente y de forma 
escueta en el ordenamiento jurídico colombiano como una fuente auxiliar del derecho, con el 
paso de los años se viene consolidando como un parámetro cuasi obligatorio en el estudio de 
las leyes, donde quien no conozca los pronunciamientos de la honorable Corte Constitucional 
como principal interprete de la Constitución, se presenta como un profesional obsoleto. En la 
misma dirección el Estado dentro de sus 3 ramas, legislativa, ejecutiva y judicial, debe prestar 
atención a los desarrollos de la jurisprudencia constitucional, pues sus manifestaciones 
contienen los parámetros bajo los cuales deben actuar las instituciones. 
 
Las normas tributarias ocupan un lugar privilegiado – y delicado - en el ordenamiento jurídico 
de cualquier país. Por un lado, se encargan de recaudar los fondos públicos, sin los cuales no 
puede sobrevivir un Estado de derecho, y por el otro, cuando son realizadas, modificadas o 
interpretadas de forma incorrecta, pueden ser especialmente nocivas para los ciudadanos, 
afectando el entorno que los rodea, o sus propias finanzas personales.  
Con lo anterior, es evidente la importancia de estudiar la jurisprudencia constitucional que 
atañe a las normas tributarias, donde la interpretación de la honorable Corte, permite dar 
claridad no solo a la sustancia de las mismas, sino a su correcto procedimiento de creación, 
aplicación y alcance.  
En esta oportunidad se busca establecer y unificar, el desarrollo jurisprudencial de los últimos 
años – si lo ha tenido – de la tasa pública, un valioso y especial tributo donde buscamos 
encontrar, si más allá de las normas que se traerán a este estudio, la jurisprudencia como fuente 
del derecho nos permite ampliar su concepto y características. 
 
Con miras a establecer los elementos que constituyen la tasa debemos aclarar, al menos de 
forma introductoria, la función de los tributos y su clasificación en el ordenamiento jurídico 
colombiano, y una vez aclarados entrar a definir cuál ha sido tratamiento que la Corte 
Constitucional a través de sus pronunciamientos otorga a la tasa pública y cuáles han sido los 
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elementos diferenciadores que le ha dado en casos grises, donde en un primer momento puede 
no existir claridad sobre que tributo se presenta en un caso particular, generando controversia. 
 
Finalmente, a partir de la investigación trazada, tendremos una postura clara, profunda y 
coherente sobre la tasa pública y sus elementos, evidenciando si han existido cambios con el 
tiempo en la interpretación de las características especiales que comporta la tasa a los ojos de 
la honorable Corte y sus diferencias con las demás imposiciones tributarias. 
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Capítulo I: El Ingreso Público: Tipología Tributaria 
1. Los ingresos públicos. 
 
El Estado es el responsable de llevar a cabo los fines establecidos por la Constitución Política, 
y para lograr el cumplimiento de las obligaciones previstas en la carta crea medios para que sus 
ciudadanos ayuden a garantizar la armonía del conglomerado, dentro de estos el denominado 
tributo.  
  
Todo ingreso Público se destinan al cumplimiento de los fines que son esenciales al 
funcionamiento del Estado, estos fines evolucionan con los años, pero siempre se recaudan con el 
fin de hacer una sociedad viable en su sostenimiento, a la medida de las necesidades actuales. 
(Plazas Vega, 2006, pág. 314).  
 
El Estado debe buscar la forma de enfrentar los cambios políticos, sociales y económicos, 
adaptándose a los distintos modos de crear ingresos públicos, esto gracias a que el desarrollo 
político, social y económico de un país supone una creciente inversión, lo que supone la expansión 
de los planes de gobierno, donde, aumentar el presupuesto permite dar un mayor cumplimiento a 
las obligaciones estatales o formular nuevas inversiones públicas. 
 
Imaginemos al Estado como una empresa, con su propia autonomía y personería jurídica para 
adquirir distintas obligaciones, enajenar y explotar su capital según las reglas que la constitución 
dicta en cuanto a su modelo político, para utilizar su capital de la forma que mejor convenga para 
lograr y producir los fines acordados. Es posible conseguir tales fines por medio del ingreso 
público, entendido como todo recurso percibido por el Estado y demás entes públicos, tanto líquido 
en su naturaleza (como el dinero) como en activos, cuyo objetivo esencial es financiar el gasto 
público. (Martín Queralt, Lozano Serrano, & Poveda Blanco, 2000, pág. 43). 
 
Sin embargo, debe tenerse en cuenta que estos recursos no podrían ser constituidos 
únicamente por las prestaciones in natura o ingresos en activos que no comportan un flujo líquido, 
de fácil movimiento financiero, pues, por su naturaleza, no podrán ser utilizadas ipso facto para 
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cumplir obligaciones dinerarias del Estado. En consecuencia, una buena parte de los ingresos 
públicos debe consistir en un ingreso que permita solventar con facilidad la actividad del Estado, 
dirigida a  realizar de forma directa la administración y satisfacción de los fines públicos. (Martín 
Queralt, Lozano Serrano, & Poveda Blanco, 2000, pág. 44).  
 
La producción de estos ingresos se enuncia como ingresos patrimoniales. Estos ya no son tan 
relevantes porque este modelo tenía más fuerza en la época feudal donde el Estado obtenía la 
mayoría de ingresos de sus grandes extensiones de tierras y bienes , pero como ya lo habíamos 
mencionado, los tiempos cambian y los modelos políticos también,, conservando ciertas 
actividades que únicamente el estado se reserva su explotación por motivos de orden público 
(monopolios) como lo es la lotería, aunque estos no sean tan comunes  como sí lo son los tributos, 
los cuales son el mayor recaudo del ingreso público. (Insignares, 2015, pág. 35). 
 
Así también, Marín Queralt (2001) reconoce en su clasificación aquellos ingresos que se 
diferencian por su régimen jurídico, los de derecho público y privado, cuyas normas jurídicas 
determinan la regulación de estos, es decir, aquellos que sean de derecho público estarán en manos 
de la Administración Pública y los de derecho privado gozarán de los principios propios del 
ordenamiento privado, los cuales se caracterizan por regular relaciones entre iguales.  
 
Vemos en esta clasificación, los ingresos ordinarios y extraordinarios que atienden a la 
periodicidad con que se obtienen y distinguiéndose por la regularidad o especialidad de su 
recaudación. Y por últimos, aquellos considerados como presupuestarios o extrapresupuestarios 
dependiendo de su inclusión o no en el presupuesto nacional, porque puede existir actividad 
financiera pública que conste como paralela a la presupuestaria. (Martín Queralt, Lozano Serrano, 
& Poveda Blanco, 2000, pág. 47). 
 
Este breve entendimiento del ingreso público y su clasificación, nos permite seguir adelante 
en nuestra investigación con un componente esencial de este, el tributo, como la forma sistemática 
y estructurada que más sobresale en cuanto a las formas de obtener recursos públicos. 
El tributo se entiende como:  
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“Una prestación pecuniariamente valuable, la cual se establece a favor del estado o de 
una comunidad supranacional, que el Estado o la comunidad imponen sobre la base de la 
solidaridad y en ejercicio del poder de imperio, establecido en virtud de una ley o del acto de 
un organismo internacional, el cual se encamina a la cobertura de los gastos o en general al 
cumplimiento de los fines estatales e internacionales” (Plazas Vega, 2006, Cap. III). 
 
 
1.1. La clasificación de los tributos en nuestro sistema normativo. 
 
Los tributos se clasifican de forma tradicional en impuestos, tasas, y contribuciones. En 
seguida, veremos en qué consisten, pues su definición es esencial para entender finalmente 
por qué la tasa pública se diferencia de otras imposiciones tributarias. 
 
1.1.1. Los impuestos 
En primer lugar,  debe mencionarse que los impuestos constituyen la fuente más importante 
de recaudación como ingresos de carácter público para el Estado, lejos de ser la más segura y 
equilibrada en el tiempo, por cuanto se manifiestan como la forma más generalizada de tributo 
desde el punto de vista de su cuantía. (Plazas Vega, 2006, pág. 575).  
 
Así pues, se han definido como tributos que el Estado exige en virtud de un presupuesto de 
hecho legal en el cual no existe ninguna actividad administrativa conectada directamente ,dice el 
Jurista Juan Martin Queralt que los impuestos se caracterizan por sí mismos como un tributo sin 
contraprestación, ya que a diferencia de las tasas y contribuciones especiales, este no surge de 
ningún tipo de prestación de servicios por parte de una entidad pública (Martín Queralt, 2001, pág. 
33). Sin embargo, debemos entender el tributo en su concepción meramente jurídica, por sí mismo 
es una obligación legal, no tiene parentesco con el contrato, es por ello que se complementa en las 
normas jurídicas de su creación. 
Podemos destacar como características de los impuestos que en primer lugar estos proceden 
cuando existe una manifestación de capacidad económica ,por ello no se establece sobre estos una 
vinculación a una actividad administrativa en particular , pues la estructura del hecho generador 
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del impuesto se construye sobre una situación en la que es el sujeto pasivo quien destaca por su 
capacidad adquisitiva , esto sin considerar otros beneficios directos y por lo tanto, tales ingresos 
se destinan de forma general al presupuesto del Estado ( Insignares,2015,pág 285). 
En Colombia su esencia se encuentra en el deber de contribución que tienen los ciudadanos 
expresado en el artículo 95 numeral 9 de la Constitución Política del capítulo referente a nuestros 
deberes y obligaciones, que dice lo siguiente: 
 
“ARTICULO 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la 
comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. Toda 
persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. Son deberes de la persona y del 
ciudadano: 
 
(…) 
 
9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de 
conceptos de justicia y equidad.” 
 
Como exponíamos, un elemento básico para entender la naturaleza de los impuestos es que el 
hecho imponible debe poner de manifiesto la capacidad contributiva del sujeto pasivo, esto por 
cuanto la construcción del mismo se hace en base a los ingresos de cada particular, se establece en 
razón de su condición patrimonial y su renta, por cuanto no podría exigirse un impuesto de quien 
no devenga ni tiene adquisiciones de las cuales este le pueda ser exigido. (Martín Queralt, 2001, 
pág. 33). 
 
Este elemento es una materialización del principio de progresividad, sobre el cual el Profesor 
Roberto Insignares advierte que propugna porque los titulares de mayor capacidad económica sean 
gravados de forma más que proporcional en comparación con los de capacidad más baja, 
atendiendo pues a su capacidad de índole económica. (Insignares, 2015, pág. 152) 
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Ahora bien, siguiendo con sus  características básicas podemos indicar que este es de carácter 
obligatorio desde el momento en que el hecho generador que reside en la ley es realizado, su 
unilateralidad es un elemento importante ya que solo es establecido por el estado y no existe otra 
parte respecto de la formación del mismo, también debemos tener en cuenta que este se fundamenta 
como lo hemos desarrollado en el principio de capacidad contributiva de cada particular. 
(Insignares, 2015, pág. 288). 
Dice nuestra Constitución en el artículo 338 que solo el Congreso está facultado para imponer 
tributos, así como las Asambleas y Concejos, en cuanto la ley previamente los haya creado. Lo 
anterior se explica, gracias al desarrollo del principio de legalidad, siendo este último, uno de los 
logros más sustanciales del Estado de derecho. En efecto, la reserva de ley en materia tributaria 
como expresión del principio de legalidad permite, una correcta intervención del Estado en la tan 
delicada esfera del patrimonio económico de los ciudadanos, sin la cual, estos últimos podrían 
verse afectados por todo tipo de solicitudes económicas inconstitucionales, dictatoriales y 
abusivas. 
 
La honorable Corte Constitucional en sentencia C-260/2015 describe los elementos del 
impuesto así:  
 
“Los impuestos configuran una categoría de tributo que se caracteriza por: i) ser una 
prestación de naturaleza unilateral, es decir, expresan un poder de imperio en cabeza del 
Estado ejercido a través de su establecimiento legal; ii) el hecho generador que lo sustenta 
refleja la capacidad económica del contribuyente; iii) se cobra indiscriminadamente a todo 
ciudadano o grupo social; iv) no incorpora una prestación directa a favor del contribuyente 
y a cargo del Estado; v) su pago es obligatorio, no es opcional ni discrecional; y vi) el Estado 
dispone de él con base en prioridades distintas a las del obligado con la carga impositiva.” 
 
Con esto se evidencia que el impuesto, como fuente de recaudación tributaria, contiene una 
serie de características que lo identifican y diferencian de los demás tributos, como se verá más 
adelante. 
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1.1.2. Las contribuciones especiales 
En primer lugar, debe mencionarse que nuestra Constitución política utiliza el término 
“contribución” para referirse de forma general al deber de contribución que tienen los particulares 
frente a los gastos del Estado, colocándole un doble carácter tanto general como específico. 
 
La contribución como parte del tributo en su clásica división tripartita es definida como: 
 
“la prestación tributaria establecida por la ley o con fundamento en la ley, a favor del 
Estado, como titular directo o indirecto, en virtud de la realización actual o potencial de una 
obra o de la ejecución de una actividad de interés colectivo que no depende de la solicitud del 
contribuyente pero le reporta beneficio, liquidaba en función de este beneficio y destinada a 
financiar la obra o la actividad de que se trate.” (Piza Rodríguez, La Obligación Tributaria y 
sus Fundamentos Constitucionales, 2015, pág. 299) 
 
Podemos decir que su trato es muy similar al de la tasa, porque es un ingreso público tributario 
que representa en el sujeto pasivo un beneficio directo, pero a diferencia de estas, el beneficio es 
para una colectividad y no individual. Es así como el objeto de la contribución es el beneficio que 
esas obras públicas o mejoras en los servicios públicos representa al contribuyente, beneficio que 
no solo se refleja en dinero, sino en bienes y servicios. 
 
En cuanto a sus características, se establece como hecho generador la realización de una obra 
o actividad de interés colectivo. Adicionalmente, gracias a que la contribución emana del poder de 
imperio ejercido por el Estado, no interviene la voluntad directa del contribuyente individualmente 
considerado, sino sus necesidades colectivas, donde tomando las afirmaciones de  Ferreiro 
Lapatza, la única manifestación de voluntad en la contribución se encuentra en la titularidad del 
bien objeto del gravamen. (Ferreiro Lapatza, 1983, pág. 359). 
 
Entonces diríamos que las contribuciones especiales destacan por cuanto el hecho generador 
se constituye por una actividad del Estado que se hace con fines generales, los cuales van desde 
hacer obras publicas hasta la ampliación de los servicios públicos, beneficiando así a los 
contribuyentes.  
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Ahora bien, no toda contribución carece de un beneficio directo para el contribuyente. La 
Contribución por valorización, nace gracias a la realización de obras públicas destinadas a la 
colectividad, pero de las cuales se genera un beneficio concreto para el sujeto pasivo, como lo es 
la valorización de un inmueble que es afectado por la obra. (Plazas Vega, 2006, pág. 224). 
 
Así mismo, encontramos las Contribuciones por servicios impuestos, las cuales emanan de la 
prestación de un servicio por parte de la administración, el cual supone un beneficio obtenido por 
esta actividad. Respecto al cual, se distancia de las tasas, puesto que, no surge de una solicitud por 
parte del ciudadano, siendo esta una diferencia sustancial entre ambas figuras. (Plazas Vega, 2006, 
pág. 232). 
 
En conclusión, las contribuciones especiales se presentan con el propósito de solventar 
fiscalmente, las obras y servicios colectivos que los ciudadanos requieren para su óptimo 
desarrollo, donde la contribución es cobrada de manera exclusiva, al conjunto de personas que se 
ven beneficiadas por las obras o servicios colocados a su disposición. 
 
 
1.1.3. Contribuciones parafiscales 
El concepto de parafiscalidad se ubica en el año 1913 cuando el ministro francés Robert 
Shuman presenta un informe sobre la situación financiera precaria de su país. En consecuencia, el 
Estado inició la búsqueda de fuentes de financiación que cubriesen las nuevas peticiones 
económicas y sociales que eran propias de un Estado intervencionista en desarrollo. (Queralt, J, 
2001, pág. 28) 
 
En Colombia, la parafiscalidad surge con la ley 76 de 1927 en materia cafetera. Consistía en 
un pago al Estado por cierta cantidad y peso en los bultos del café, denominándose erróneamente 
como un impuesto a la explotación del café, pero donde se constituyó el primer vestigio de 
contribuciones parafiscales en la legislación interna, donde lo recaudado se destinaba al mismo 
sector cafetero. Sin embargo, esta norma sobre la protección y defensa del café solo fue entendida 
como concepto parafiscal en los años venideros (Plazas Vega, 2006, pág. 142). 
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Las contribuciones parafiscales son definidas por la doctrina como: 
´´ Aquellos pagos que deben hacer los usuarios de ciertos organismos públicos o 
semipúblicos para asegurar el financiamiento de esas entidades de manera autónoma, tales 
como las cotizaciones a la seguridad social. ´´ (Restrepo, 2012, pág. 248). 
 
Existen algunas diferencias conceptuales entre autores como Fonrouge & Morcelli en razón a 
que la primera estima que hacen parte de las contribuciones especiales y para el último no 
comportan siquiera la naturaleza de tributo, gracias no tienen el aspecto político clásico de estos 
(Rodríguez lobato, 2014, pág142). Sin embargo, Doctores como Restrepo y Héctor Villegas las 
reconocen como exacciones obtenidas por ciertos entes públicos para garantizar su autonomía 
financiera, sin embargo, al no ser parte del presupuesto nacional, ni del presupuesto de entidades 
territoriales, ingresan de forma directa a los fondos recaudados por la entidad que las administra  
(Piza Rodríguez, La Obligación Tributaria y sus Fundamentos Constitucionales, 2015, pág. 307)  
  
Es así, como podemos concluir que las contribuciones parafiscales se derivan de las mismas 
contribuciones especiales, esto porque no surgen de la voluntad del contribuyente, sino por una 
manifestación del poder de imperio Estatal siendo una actividad que genera un beneficio para 
quien lo paga. 
 
La Constitución Política en su artículo 150, numeral 12, reconoce las contribuciones 
parafiscales cuando dispone que: 
 
´´…Puede el congreso establecer mediante leyes contribuciones fiscales, y 
excepcionalmente parafiscales en los casos y condiciones que establezca la ley.´´ 
 
En este sentido, puede afirmarse que en apoyo del artículo 338, la carta magna no solo 
reconoce su existencia dentro del ordenamiento jurídico, sino que las contribuciones parafiscales 
están inmersas en el principio de reserva de ley y en consecuencia, su creación está sujeta a una 
ley en sentido material.  
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La ley orgánica de presupuesto cuyas normas vigentes se encuentran contenidas en el Decreto 
111 de 1996, define esta figura en su artículo 29 así:  
 
“Las contribuciones parafiscales, son gravámenes establecidos con carácter obligatorio 
por la ley, que afectan a un determinado y único grupo social y económico, y se utilizan para 
el beneficio del propio sector, el manejo, administración y ejecución de estos recursos se hará 
exclusivamente en la forma dispuesta en la ley que los crea y se destinaran solo al objeto 
previsto en ella, lo mismo que los rendimientos y los excedentes financieros que resulten al 
cierre el ejercicio contable.” 
 
De esta norma podemos destacar varias características, entre ellas, que se trata de una 
prestación tributaria que tiene origen en el poder de imperio del Estado y que se encuentra 
establecido legalmente, por tanto el contribuyente no puede sustraerse de su pago, siendo un tributo 
para el cumplimiento de los fines del Estado de interés colectivo; se presentan como una excepción 
al principio de universalidad del presupuesto porque aunque se relacionan, no se suman al 
presupuesto general de la nación. 
 
En seguida, se presentará el último de los tributos clásicos de nuestra clasificación, 
caracterizado por su independencia en relación a los anteriormente vistos. 
 
1.1.4. Las tasas públicas 
Dentro de la clasificación de los tributos se encuentra en la división doctrinal a las tasas 
públicas, de estas Plazas vega citando a Pugliese afirma que han producido gran incertidumbre 
dentro del campo científico de la hacienda pública en la independencia de su naturaleza como 
tributo, ya que las opiniones sobre su naturaleza o contenido no han sido pacíficas, donde 
doctrinantes como Elnaudi las identifica como una modalidad de ingreso público que encaja dentro 
del impuesto, otros, entre los cuales se observa a Plugliatti y Mayer afirman que el perfil de estas 
es más una carga, obstáculos que puede el Estado imponer a la comunidad para lograr ciertos fines. 
(Plazas Vega, 2006, pág. 183). 
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Ante la divergencia de conceptos, nos acogemos para el estudio de la presente tesis la 
definición de Plazas Vega, expuesta en su obra de la siguiente forma: 
 
´´Es una prestación tributaria establecida por la ley o con fundamento en la ley, a favor 
del Estado como titular directo o indirecto, originada por una actividad de interés público o 
colectivo directamente relacionada con el contribuyente, o por la utilización de un bien de 
dominio público, que no obstante ser indispensable para él, tiene lugar en la virtud de su 
solicitud y cuya cuantía tiene como criterio de referencia el costo de la actividad o de la 
disponibilidad del bien de que se trate. (Plazas Vega, 2006, pág. 187). 
 
Esta apreciación, nos expone de plano a la tasa como una prestación tributaria al lado de los 
impuestos y las contribuciones especiales, por cuanto su origen debe ser legal y su fin es el recaudo 
de ingresos. Sin embargo, la tasa comporta un tratamiento especial en el ordenamiento jurídico 
colombiano. En efecto, a diferencia de los tributos vistos anteriormente, la tasa se presenta como 
la contraprestación económica que realiza un ciudadano con ocasión a un servicio prestado por el 
Estado. Encontramos una particularidad en esta y es que se puede presentar de tres formas distintas 
según su manera de contribución al Estado, como una función pública, un servicio público de 
segundo grado o una forma para utilizar los bienes de dominio público; veíamos en la parte 
introductoria de historia del presente capitulo que el sistema tributario tiende a acomodarse a los 
cambios políticos y económicos del Estado, por ello en ocasiones se dificulta un poco la 
comprensión del lugar que toma el particular frente a la tasa publica, cuando él es quien asume la 
posición activa como acreedor de la obligación tributaria, nos referimos a los servicios públicos 
(Plazas Vega, 2006, pág. 188). 
 
Sin embargo, la posibilidad de que los particulares asuman esta posición en cuanto al 
desarrollo de la actividad Estatal y la comunidad para que esta participe activamente de las formas 
que el Estado tiene para recaudar ingresos, cada vez es más común aunque ello no implica que 
estos participen de forma ilimitada, al fin y al cabo, el tributo solo funciona conforme a las 
condiciones legales de su creación; además, la idea de la tasa como una prestación directa o 
indirecta a favor del Estado, no significa que esta pierda su esencia solo porque una Entidad 
Publica la reciba de forma inmediata o mediata por medio de un particular, usando bienes públicos, 
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o las tres formas que ya habíamos mencionado o las formas que el Estado establezca  para cumplir 
con sus fines. 
 
Lo que importa finalmente es que el servicio prestado o el uso de esos bienes de carácter 
público sea inevitable, porque en principio no se tiene la oportunidad de poder escoger no obtenerlo 
por su carácter esencial y, donde el particular puede no discernir tomar el servicio por medio un 
acuerdo de voluntades con la Entidad Publica prestadora de este, cabe mencionar que acudiremos 
a los conceptos jurisprudenciales para profundizar este tema en nuestro segundo capítulo, por 
cuanto en Colombia no contamos con una definición legal como si la tiene la legislación española, 
pero aun así consideramos que la Corte Constitucional ha sido correcta en su posición sobre el 
concepto que nos atañe y hemos desarrollado de forma doctrinal mediante la definición expuesta 
por Plazas Vega. 
 
En cuanto a su regulación en nuestro sistema normativo y desarrollo jurisprudencial, 
encontramos en nuestra Constitución nacional el referente directo de la Tasa de la siguiente forma 
en el artículo 338 inc. 2: 
 
´´La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa 
de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos 
de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el 
sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben 
ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos.” 
 
Vemos en el presente artículo una manifestación del principio de reserva de ley por cuanto en 
nuestro sistema de fuentes la constitución en su posición más alta, deja en claro quiénes pueden 
crear el tributo, y como deben ser fijados los parámetros de estos en la ley, así, no deja espacio a 
otra fuente que no sea la legal (Mordeglia, 2003, pág. 82), pero el principio se matiza para que las 
entidades del Estado sean quienes fijen las tarifas que correspondan al sistema y método que han 
dispuesto para ello.  
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Es importante mencionar que la facultad que nuestra Constitución concede a las autoridades 
administrativas para fijar la cuantía de la tasa hace evidente el poder tributario que posee el Estado, 
y que tal método y sistema debe encontrarse en la norma jurídica de orden legal y adaptarse al 
costo que el servicio le cuesta a la administración.; para más claridad sobre este tema recurriremos 
a la Sentencia C-621 /2013 que lo explica en los siguientes términos: 
 
Frente a las tasas y contribuciones tanto el “sistema” como el “método”, referidos en el 
artículo 338 de la Constitución, deben ser lo suficientemente claros y precisos a fin de evitar 
que los órganos de representación popular desatiendan un expreso mandato Superior; sin 
embargo esta exigencia no puede entenderse como una descripción detallada o rigurosa de 
cada uno de los elementos y procedimientos a tener en cuenta para fijar la tarifa, pues en tal 
caso la facultad constitucional de las autoridades administrativas perdería por completo su 
razón de ser.  
Resulta valioso recordar que en sentencia C-402 de 2010 se estableció por parte de esta 
Corporación.  “11.1. La determinación del método y el sistema de las tarifas responde a 
modelo flexible.  Así, su cumplimiento no se deriva de la prescripción, por parte del legislador, 
de fórmulas sacramentales o, inclusive, del uso de los términos “método y sistema”.  Sin 
embargo,  la honorable Corte Constitucional afirma que tampoco puede extenderse el 
cumplimiento del deber constitucional de definición legal a una formulación tan vaga, 
ambigua o insuficiente, que haga nugatoria la obligación fijada por la Carta. Por ende,‘… una 
interpretación coherente de la normatividad constitucional y el fin del precepto superior, 
llevan a la conclusión según la cual los métodos -pautas técnicas encaminadas a la previa 
definición de los criterios que tienen relevancia en materia de tasas y contribuciones para 
determinar los costos y beneficios que inciden en una tarifa- y los sistemas -formas 
específicas de medición económica, de valoración y ponderación de los distintos factores que 
convergen en dicha determinación- son directrices cuyo acatamiento es obligatorio para el 
encargado de fijar la tarifa y constituyen a la vez garantía del contribuyente frente a la 
administración’. (Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-455 del 20 de octubre de 
1994)1”. 
                                                 
1 Al respecto, en la citada sentencia se estudia la constitucionalidad de los incisos 2 y 3 del artículo 34 de la Ley 
62 de 1993 y las siguientes normas del Decreto 2453 de 1993: el numeral 24 del artículo 4; el numeral 9 del artículo 
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La mencionada sentencia comporta un interés especial en la presente investigación. Describe 
la honorable corte que si bien es cierto, las leyes, ordenanzas o acuerdos pueden permitir que 
distintas autoridades administrativas fijen las tarifas de las tasas y contribuciones que cobren a los 
contribuyentes, es imperativo e indelegable, que el cuerpo colegiado incorpore en la ley que regule 
el tributo, el sistema y método mediante el cual se definen tanto los costos como los beneficios 
inherentes al tributo, requisito sin el cual, la ley se encuentra llamada a su inaplicabilidad por ser 
contraria a la carta política. 
La falta de sistema y método en el cobro de un tributo, no puede ser considerado como un 
asunto de menor cuantía; la Constitución lo estableció como requisito sine qua non  gracias a que 
su ausencia puede llevar a todo tipo de abusos y excesos de la autoridad que cobra la tasa o la 
contribución, afectando con esto a la ciudadanía. 
 
Para continuar analizaremos una figura de ingreso público que es muy similar a la tasa, pero 
contiene especiales connotaciones por las cuales se hace necesario su estudio, adicionalmente 
porque el segundo capítulo se encargara de analizar tales diferencias a la luz de los fallos de la 
Corte Constitucional 
1.1.5. El precio público 
En primer lugar, diremos que dentro de las categorías tributarias que hemos observado, esta 
es una figura que, si bien no se ha considerado como tal por su forma de nacer a la vida jurídica, 
su liberalidad, es de gran importancia dentro del marco jurídico y económico al que hemos dado 
lugar dentro de esta investigación.  Al respecto explica Roberto Insignares Gómez lo siguiente: 
 
“Al lado de las categorías tributarias conocidas tradicionalmente, existen otras figuras que 
tienen cierta proximidad y gran importancia en el orden jurídico económico actual, como los 
denominados precios públicos, categoría a la que no se le reconoce carácter tributario , pues 
justamente operan dentro del ámbito de la libertad, aun cuando se encuentren en la zona de 
                                                 
6º; los numerales 8 y 11 del artículo 22 y el artículo 28 en su totalidad. La Corte los declara inexequibles, pues, a su 
juicio violan el inciso segundo del artículo 338 constitucional, al no establecerse en las disposiciones demandadas ni 
el sistema ni el método para definir los costos y beneficios del tributo con base en los cuales pueda el Superintendente 
de Vigilancia y Seguridad Privada fijar la tarifa de la contribución creada. 
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regulación estatal, como ocurre en Colombia con los servicios públicos domiciliarios, que 
antes de la constitución de 1991 eran típicas tasas por corresponder a funciones del municipio 
y después de ella, y más precisamente después de la ley que los regulo (ley 142 de 1944) 
podrían considerarse como precios públicos”. (Insignares, 2015, pág. 283).  
 
Solo con la ley 142 de 1994 se reguló el precio público, ya que antes de la Constitución de 
1991 se tenía como típica tasa. Así pues, el Doctor Julio Roberto Piza Rodríguez lo define de la 
siguiente forma: 
 
“Si bien este parte de un supuesto de hecho similar al de las tasas, la relación que se 
establece es de carácter contractual y voluntario para quien lo paga. Este carácter contractual 
y voluntario ha sido desarrollado por la doctrina, de forma que la solicitud o recepción del 
servicio o actividad no viene impuesta por alguna disposición de orden legal o reglamentario, 
aun cuando por lo general los bienes, servicios o actividades son imprescindibles, mientras 
que en las tasas encontramos una nota de coactividad que surge de la ley (pues recordemos 
que la fuente de la obligación tributaria es ex lege) de tal suerte que si se da el supuesto de 
hecho consagrado por el legislador nace la obligación , característica propia de los tributos.” 
(Piza Rodríguez, 2010, pág. 283). 
 
A pesar de no contar con una definición legal en nuestro ordenamiento, podemos observar de 
forma ejemplar la que trae la legislación española en su artículo 24 de la ley de “tasas y precios 
públicos” y el artículo 41 de la “ley reguladora de las haciendas locales”, según las cuales el precio 
público se define como: 
 
´´Contraprestaciones recibidas por un ente público como consecuencia de la prestación 
de un servicio o realización de actividades administrativas cuando es voluntaria su solicitud o 
su recepción y ese servicio son prestados la actividad es realizada también por el sector 
privado. Con en el cual el sujeto puede libremente acudir al ente público para recibir el servicio 
o la actividad.-debiendo pagar un precio público, o solicitando lo al sector privado pagando 
un precio privado. 
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Se observa que en la ley española al igual que en la apreciación de nuestra Corte 
Constitucional se verá a continuación, no se encuentra en el precio público una exigencia del 
Estado hacia el particular para que use el bien público o reciba el servicio, tampoco una situación 
que haga al sujeto que le sea indispensable adquirir el servicio, esto último, un elemento de 
distinción básico para entender su diferencia con la Tasa pública. 
 
Expone Queralt, otro elemento esencial de nuestra comprensión del Precio Público y es que 
este servicio o actividad no debe ser realizado en posición de monopolio, esto por cuanto no 
existiría una relación de libertad para utilizar el bien o servicio si los entes públicos son los únicos 
que lo prestan, lo importante es que la voluntariedad del sujeto y la no forma monopolística del 
servicio o préstamo del bien sean conmutativas como características del precio público (Martín 
Queralt, 2001, pág. 41). 
 
 La ley española expuesta y su conceptualización comprende el precio público de la misma 
forma que en nuestro país, a diferencia de que como lo mencionamos, en Colombia no contamos 
con una definición legal, siendo su desarrollo jurisprudencial y doctrinal, haciendo énfasis en que 
los particulares pueden escoger si acudir a un ente público o privado y pagar un precio que tendrá 
tal calidad según haya sido su voluntad, al fin y al cabo se es libre de adquirir el servicio y no 
existe una obligación que provenga del imperio Estatal para adquirirlo, como en los impuestos, o 
las contribuciones. 
 
En cuanto a las disposiciones encontradas en nuestra jurisprudencia y la legislación española 
puede afirmarse que sobre las Tasa parece claro cuál es la naturaleza que la compone, pero respecto 
del Precio Público aparece ambigüedad por cuanto la idea de la voluntariedad produce un choque 
con el principio nullum tributum sine lege, gracias a que su naturaleza de ingreso deviene del 
contrato mas no de una imposición legal del Estado (Plazas Vega, 2006, pág. 209), sin embargo, 
consideramos que esto es producto de los cambios y necesidades que la economía y la política 
demandan por medio de la sociedad y es por ello que dejamos claro que no se considera al precio 
Público como un tributo. 
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Cabe mencionar sobre la Tasa que esta se cuantifica en razón al costo que tal servicio implica 
para el Estado, esto teniendo en cuenta la capacidad del sujeto obligado, pero en el Precio Publico 
al existir una relación tipo contractual vemos que es distinto porque la relación se produce entre 
una Entidad privada y el particular por medio de una delegación que la administración autorizó. 
 
Es por ello, que no consideramos este un elemento determinante del Precio Público, pero si 
importante para su definición. Supone que al no ser una prestación monopolística, existen sendos 
competidores en el mercado ofreciendo este servicio y naturalmente, devengando una utilidad 
económica por su prestación. 
 
Por último, el Principio de reserva de ley en tratándose del Precio público aparece como 
relativo, esto por cuanto estamos frente a una delegación que una entidad pública le hace a una 
privada, por ello entendemos que no hay una posibilidad ilimitada del privado frente a la prestación 
del servicio o bien público, sino que esta tendrá que acogerse a los parámetros indicados por medio 
de la ley (Insignares, 2015, pág. 73). 
 
Nos ayuda a entender ello, la ley 25 de 1998 de España la cual al indicarnos que la cuantía del 
Precio Publico la fijan los departamentos ministeriales, nos muestra una similitud con nuestro 
artículo 338 de la constitución inc.2 el cual nos indica la construcción del método y el sistema que 
desarrollamos por medio de la jurisprudencia que indicamos al final del aparte de las Tasas, es así 
como sabemos que en Colombia la cuantía la determina la rama ejecutiva, lo cual es importante 
porque aunque no estamos hablando de un tributo, si podemos decir que el principio de reserva de 
ley se identifica con el órgano legislativo.  
 
A modo de conclusión debemos entender en estos dos conceptos lo siguiente:  la tasa pública 
es primeramente un tributo cuyo hecho imponible consiste en la utilización privativa o el 
aprovechamiento especial del dominio público, así como la prestación de servicios o la realización 
de actividades en el régimen de derecho público, afectando o beneficiando de modo particular al 
sujeto pasivo. A diferencia ,vemos que el precio público tiene cabida en donde la tasa no podría , 
porque esas actividades no pueden ser solicitadas voluntariamente o ser realizadas por el sector 
privado, ya que este representa aquellas contraprestaciones recibidas por un Ente público como 
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consecuencia de la prestación de servicios o realización de actividades administrativas cuando es 
voluntaria su solicitud o recepción, y ese servicio es realizado o la actividad también es prestada 
por el sector privado (Martín Queralt, Lozano Serrano, & Poveda Blanco, 2000, pág. 91). 
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Capítulo II: Estudio Jurisprudencial del Concepto de Tasa Pública en el Periodo de 2003 - 
2019 
 
Una vez abordados los conceptos que componen el ingreso público a grandes rasgos, se 
expondrán las diferencias jurídicas que caracterizan el concepto de tasa de otros tipos de tributos, 
por medio de un estudio jurisprudencial que aborda desde 2003 hasta 2019, con el propósito 
comprender las consecuencias de carácter jurídico que tienen estos mecanismos en el 
ordenamiento colombiano. 
 
El propósito de la presente investigación jurisprudencial consiste en identificar cuáles son las 
características de la tasa como tributo que la Corte Constitucional ha presentado en sus sentencias 
a lo largo del tiempo, con el fin de diferenciar la tasa y los otros tipos de ingreso público, pues, la 
jurisprudencia, se erige cada vez con más fuerza, como un mecanismo activo de desarrollo jurídico 
que afecta la forma en que entendemos las figuras más importantes del derecho, en este caso, los 
tributos. 
El presente estudio jurisprudencial es necesario por cuanto no existen normas jurídicas en 
nuestro ordenamiento que nos brinden elementos de identificación amplios, ricos en contenido, 
como si encontramos en la legislación española, siendo la jurisprudencia como fuente auxiliar del 
derecho, la más indicada para solventar las posibles confusiones que suscita el tema. 
 
Las sentencias analizadas a continuación responden a patrones fácticos similares, es decir, 
exponen situaciones analógicas que exponen fácticamente y citan su ratio decidendi con base en 
un precedente; entre 2003 y 2019, veremos que todas las sentencias expuestas cuentan con un 
precedente vinculante, gracias a que el caso análogo anterior y ya fallado tiene clara incidencia 
sobre el nuevo, como es por ejemplo, el sistema y el método para determinar que la norma jurídica 
se refiera a una tasa pública, ya que este es un elemento que prevalece como característica principal 
de la misma. 
 
El último patrón jurisprudencial de especial relevancia encontrado corresponde a la sentencia 
C-333 de 2017, y constituye nuestro punto de partida por medio del cual se ha hilado en reversa y 
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fácticamente, la relación que tienen entre sí los casos sometidos a investigación. Así pues, se ha 
empleado como guía el método de elaboración de una línea jurisprudencial que expone el Profesor 
Diego López Medina, en el cual se le atribuye a esta sentencia el nombre de  “sentencia 
arquimédica”, aquella que es el punto de inicio de la denominada ´´ingeniería en reversa ´´ que 
constituye el cuerpo de la investigación, pues, en esta sentencia se encuentra el ´´nicho citacional´´  
del cual emana la columna vertebral de la tesis, donde se evidencia las coincidencias y diferencias 
jurídicas de los tributos en el análisis jurisprudencial. 
 
De forma adicional, y aunque no comporte de forma específica el tratamiento o desarrollo que 
tiene la tasa pública en la jurisprudencia constitucional, estudiaremos la sentencia C-029 de 2019, 
pues contiene un fallo reciente y de amplia relevancia para entender el mecanismo de exenciones 
tributarias - que finalmente afectan a la tasa pública como tributo – y como, no toda tarifa 
establecida por el Estado significa un tributo. 
 
  De  lo anteriormente comentado daremos inicio al recuento jurisprudencial que nos atañe, 
donde se encuentra un antecedente expuesto en la Sentencia C-155/03, cuyo caso se refiere a las 
funciones del Consejo Nacional de Valorización y las normas que lo regulan, ya que el 
Decreto  1604  de  1966 dice expresamente que este Consejo tiene la facultad de exigir y crear 
contribuciones (en su carácter general) de valorización las cuales se harán por la Entidad Nacional 
que ejecute las obras, lo cual resulta discordante con el principio de legalidad. En su exposición 
de argumentos, aclara la Corte Constitucional los siguientes aspectos que determinan uno de 
alcances jurídicos y características más importantes de las Tasas:  
 
“Por expresa autorización constitucional, en el caso de las tasas y las contribuciones 
especiales, la tarifa puede ser fijada por las autoridades administrativas previa definición 
del sistema y el método para hacerlo.” 
 
Vemos que, la Corte se refiere frente a tributos de carácter nacional, que el Congreso está 
obligado a definir todos los elementos que compongan la Tasa y la contribución de la forma más 
clara posible, pues en el caso de estas, es posible que las autoridades administrativas fijen la tarifa, 
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siempre y cuando la ley, señale el sistema y el método para definir los costos y beneficios, así 
como la forma de hacer su reparto. 
 
Vamos a notar en nuestro análisis de jurisprudencia que es común encontrar a la tasa como un 
concepto del que suelen apropiarse las entidades, por medio de resoluciones o normas de las cuales 
el legislador no ha dado tal permiso, no ha promulgado ningún tributo, ni mucho menos el sistema 
y método legal para la determinación de la tarifa; y es en estas sentencias donde al explicar su 
naturaleza jurídica, podemos encontrar también las características y consecuencias jurídicas que 
son de nuestro interés. 
 
En la Sentencia  C-243/05 se expone un caso en el que por medio de la ley 15 de 1968, se le 
da la facultad al Departamento Administrativo de Seguridad para expedir cédulas de extranjería, 
certificados judiciales y de policía, respecto de esta norma, debemos tener en cuenta que no existe 
una estructura de costos de los servicios prestados por el Departamento Administrativo de 
Seguridad, lo que realmente se paga en estas circunstancias  por la prestación del servicio podría 
incluso  considerarse  un impuesto, si se toma en cuenta que  el valor recaudado no es utilizado 
solamente para los gastos en que incurre la entidad para prestar el servicio, sino que además son 
el soporte para los gastos de funcionamiento de la referida entidad, en este caso nos vemos 
entonces frente a una Tasa.  
 
Para esclarecer el tipo de tributo expuesto, la Corte Constitucional en sus consideraciones 
preliminares, expone las siguientes características respecto de la tasa:  
 
Se denomina "tasa" a un gravamen que cumpla con las siguientes características: 1) 
constituyen el precio que el Estado cobra por un bien o servicio y, en principio, no son 
obligatorias, toda vez que el particular tiene la opción de adquirir o no dicho bien o servicio, 
pero lo cierto es que una vez se ha tomado la decisión de acceder al mismo, se genera la 
obligación de pagarla; 
2) Su finalidad es la de recuperar el costo de lo ofrecido y el precio que paga el usuario 
guarda una relación directa con los beneficios derivados de ese bien o servicio;3) 
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ocasionalmente caben criterios distributivos como las tarifas diferenciales; un ejemplo típico 
son las tarifas de los servicios públicos.´´ Resaltado fuera de texto. 
 
Es por ello que sin duda la naturaleza del gravamen establecido en las normas acusadas 
corresponde a una tasa, dado que se establece los valores que se harán efectivos en la medida en 
que los particulares hagan uso del servicio correspondiente, de forma voluntaria y cuyo beneficio 
debe reinvertirse para los fines de la misma Entidad . Así también, expone la corte algunas 
diferencias respecto de otros tipos de ingreso tributario estatal como son los impuestos y tributos 
parafiscales: 
 
´´La doctrina suele señalar que las tasas se diferencian de los tributos parafiscales en 
cuanto aquéllas constituyen una contraprestación directa por parte de los ciudadanos a un 
beneficio otorgado por el Estado, hacen parte del presupuesto estatal y, en principio, no son 
obligatorias, toda vez que queda a discrecionalidad del interesado en el bien o servicio que 
preste el Estado; en tanto que las contribuciones parafiscales no generan una contraprestación 
directa, motivo por el cual su tarifa se fija con criterios distintos, son obligatorias, son pagadas 
por un grupo determinado de personas, y los beneficios obtenidos van también destinados al 
mismo grupo y no entran en las arcas del Estado.´´ 
  
También suele explicarse que las tasas  se diferencian de los impuestos en cuanto 
contrariamente a éstos no guardan relación directa e inmediata con un servicio prestado al 
contribuyente,  su pago es opcional pues quienes  las pagan tienen la posibilidad de 
decidir  si adquieren o no un bien o servicio  y se destinan a un servicio público específico y 
no a las arcas generales como en el caso de los impuesto. 
Finalmente expone el Magistrado Humberto Sierra Porto en su salvamento de voto plantea lo 
siguiente: 
 
En el proyecto se establece como uno de los elementos definitorios del concepto de tasa 
que el pago que se realiza por el servicio “no es obligatorio para el ciudadano [sino que] 
depende  de su voluntad.” En nuestra opinión, este criterio no es indispensable para la 
caracterización del concepto de tasa, pues el artículo 338 de la Constitución no exige que 
27 
el pago sea o no obligatorio. En el asunto en cuestión, se trata de una actividad – la expedición 
de un certificado – que es obligatoria para la mayor parte de los ciudadanos. Es un requisito 
incluso obligatorio para el ejercicio de muchos derechos fundamentales (el derecho a la 
libertad de locomoción, el derecho al trabajo).  
 
Ya vistas las características determinadas por el Magistrado Ponente de la Sentencia el Dr. 
Álvaro Tafur Galvis, estas son concordantes con la naturaleza jurídica que vimos en el primer 
capítulo de esta Tesis, donde hablamos en términos de Plazas Vega de una prestación de origen 
tributario que deriva del interés público en utilizar algunos bienes y servicios estatales , que si bien 
no son indispensables, por mera voluntad el particular hacia uso de estos y el prestador, en este 
caso el Estado, reinvertía el beneficio en miras a mejorar tal actividad. 
 
Entonces, encontramos muy interesante esta precisión que vemos en el salvamento de voto, 
ya que dado el caso concreto, si bien hemos hablado de la ´´no obligatoriedad de la tasa´´ como 
una característica de esta que la diferencia del impuesto y otros tributos, cabe cuestionar si obtener 
la cédula de ciudadanía realmente hace parte de las decisiones voluntarias de los particulares, ya 
que sin este documento de identidad ni siquiera se puede hacer parte del sistema de salud; 
estaríamos frente a un caso en que no puede el Estado sancionar al particular por no obtener el 
servicio, pero aun así el particular se encuentra inexistente incluso para defender sus derechos 
fundamentales porque no tiene identidad. 
 
El anterior análisis de jurisprudencia nos abre una visión somera del manejo conceptual que 
se le ha dado a la tasa en nuestro ordenamiento jurídico, ahora bien, veremos una sentencia que es 
especial en nuestra investigación por cuanto corresponde a un caso, en el que aparentemente 
estamos frente a una tasa y sus elementos, pero finalmente la Corte Constitucional encuentra en la 
norma un evento preciso de precio público, y expone sus diferencias. 
 
Con base en lo anterior, en la sentencia C-927/06 encontramos un caso sobre el régimen de 
telecomunicaciones, en el cual se demanda la ley 72 de 1989, cuyo artículo 7 dice lo siguiente: 
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´´Las concesiones podrán otorgarse por medio de contratos o en virtud de licencias, según 
lo disponga el Gobierno, y darán lugar al pago de derechos, tasas o tarifas que fije el Ministerio 
de Comunicaciones, a excepción las que corresponda fijar a Inravisión y a las organizaciones 
regionales de Televisión”. 
  
Establecen la creación de una “tasa tributaria” en materia de telecomunicaciones sin 
determinar todos los elementos constitucionales de dicha obligación impositiva y, delegando en el 
Ministerio de Comunicaciones la fijación de su tarifa, sin definir previamente el sistema y el 
método que permita su determinación, olvidando la obligación de señalar en la ley todos los 
elementos esenciales de dicha obligación impositiva, como lo son la base gravable y la tarifa, 
conforme lo exige el principio de legalidad reconocido en el artículo 338 de la Constitución. 
 
Ahora bien, en su análisis se percata la Corte Constitucional que la norma en realidad niega 
el carácter de tasa, pues ésta tiene como nota distintiva “un carácter de coacción” que se 
diferencia del simple reconocimiento de un precio como derecho que surge a favor del Estado por 
la explotación de un bien o servicio sometido a dominio público: 
 
´´Las tasas o tarifas previstos en las normas demandadas no corresponden al ejercicio del 
poder tributario del Estado, sino que representan el pago que un particular realiza por el 
aprovechamiento de un recurso o bien público mediante una concesión, autorización o 
permiso solicitado en desarrollo del principio de la autonomía de la voluntad.´´ 
 
Podemos decir, que los ingresos percibidos por concepto de estas contraprestaciones se 
denominan ingresos no tributarios del Estado y, de acuerdo con sus especiales características, se 
clasifican como precios o simplemente como recursos de derecho público, porque las 
contraprestaciones derivadas de la concesión para la prestación de servicios de 
telecomunicaciones, del permiso para el uso del espectro electromagnético y de autorizaciones 
para la instalación de redes radioeléctricas tienen esta  naturaleza. Así pues, para concretar estos 
argumentos expone la Corte elementos que diferencian algunas características de la tasa y el precio 
público: 
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“La tasa y el precio público comparten el mismo supuesto de hecho, cual es que el Estado 
entrega bienes o presta servicios por los que es posible obtener a cambio una retribución, se 
diferencian en que la relación de la cual surge la obligación de pagar el precio público es 
contractual y obedece exclusivamente al ejercicio de la autonomía de la voluntad, mientras 
que la tasa implica la coactividad propia de los tributos. De tal suerte que la fuente de la 
obligación en el caso de la tasa es la ley, mientras que en tratándose del precio público es el 
contrato.” 
  
Si bien estos dos conceptos parten en principio del mismo supuesto, es decir, el Estado entrega 
bienes o presta servicios frente a los cuales es posible obtener a cambio una retribución, mientras 
que en el caso de los precios públicos la obligación surge de una relación eminentemente 
contractual o voluntaria fundada en el postulado de la autonomía de la voluntad, cuando nos 
referimos a las tasas dicha obligación emana de la potestad tributaria del Estado que se ejerce 
mediante ley.  
 
Concluye esta jurisprudencia que mientras el contribuyente en el caso de las tasas a partir de 
su solicitud, se compromete de manera coercitiva con el pago de una suma de dinero en la 
recuperación del costo que le implica al Estado la prestación de una actividad, bien o servicio de 
interés público o general, el beneficiario en el caso de  los precios públicos asume el compromiso 
de pagar una remuneración como contraprestación conmutativa por un bien o servicio que se 
demanda siempre de forma voluntaria, en aras de obtener una ventaja o utilidad económica frente 
al resto de la población como beneficio derivado de la cancelación de dicha erogación pecuniaria. 
 
Por otro lado, hay un tema en la presente investigación que aún no hemos mencionado y es 
aquel que envuelve el carácter de los principios constitucionales al que debe corresponder la 
imposición de Tasas o tarifas en el ámbito tributario; la sentencia C-508/06 brinda un ejemplo en 
que se acusa la creación de este tributo  por presumirse contrario al principio de igualdad que 
consta en la Constitución Política y también expone algunas diferencias de la tasa con otros tipos 
de contribuciones. La norma demandada se encuentra en la ley 787 de 2002: 
´´Artículo 21. Tasas, tarifas y peajes en la infraestructura de transporte a cargo de 
la Nación. Para la construcción y conservación de la infraestructura de transporte a cargo de 
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la Nación, ésta contará con los recursos que se apropien en el Presupuesto Nacional y además 
cobrará el uso de las obras de infraestructura de transporte a los usuarios, buscando garantizar 
su adecuado mantenimiento, operación y desarrollo. 
  
Para estos efectos, la Nación establecerá peajes, tarifas y tasas sobre el uso de la 
infraestructura nacional del transporte y los recursos provenientes de su cobro se usarán 
exclusivamente para ese modo de transporte. 
  
Todos los servicios que la Nación o sus entidades descentralizadas presten a los usuarios 
accesoriamente a la utilización de la infraestructura Nacional de Transporte, estarán sujetos 
al cobro de tasas o tarifas.´´ 
 
El problema se sustenta en que esta norma es discriminatoria porque excluye del pago de estas 
tasas o tarifas a las ambulancias pertenecientes a la Cruz roja, Defensa civil y hospitales oficiales; 
debemos recordar que estas personas jurídicas se encuentran en la misma situación de hecho y 
prestan un servicio de utilidad pública a los ciudadanos que el resto de las entidades que prestan 
servicios de auxilio, como lo son las ambulancias del cuerpo de bomberos. 
 
Ahora bien, en este caso encontramos una exención y la Corte ha puesto de presente que la 
Constitución no ha consagrado un derecho a recibir o conservar exenciones tributarias, sino que 
por el contrario ha establecido un deber general de contribuir mediante el pago de tributos "al 
financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad", 
esto en los términos que establece el artículo 95-9 de la Constitución Política, por ello dice la Corte 
que en esta situación: 
 
“Si el Congreso tiene autoridad suficiente para establecer impuestos, tasas y 
contribuciones, señalando los hechos en que se fundamenta su obligatoriedad, las bases para 
su cálculo, los sujetos contribuyentes, los sujetos activos y las tarifas aplicables, es natural que 
goce del poder suficiente para consagrar exenciones y otras modalidades de trato a los 
contribuyentes, por razones de política económica o para realizar la igualdad real y efectiva, 
a partir de la iniciativa del Gobierno.” 
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A primera vista, ello llevaría a la Corte a considerar que existe un trato discriminatorio en 
relación con los Cuerpos de Bomberos, la Corte pone de presente que como se señaló en los apartes 
preliminares de esta sentencia, cuando una norma tributaria impone una carga y excluye de ella a 
un sujeto o sector determinado, no puede tachársele de inconstitucional por ese sólo hecho. Y ello 
por cuanto afirma la Corte: 
 
“las exenciones son medidas fiscales que por sí mismas constituyen una excepción al 
principio de igualdad, pero que forzosamente no implican su desconocimiento” 
 
Vemos en este caso el sustento constitucional y las consecuencias jurídicas que implica la 
exención respecto de una Tasa, haciendo mención de esta jurisprudencia como objeto de estudio 
porque nos permite más allá de resaltar el carácter de tasa en la sentencia , exponer el tema del 
precio público que no se encuentra en la mayoría de la jurisprudencia que analizáremos en la línea, 
y es que al no considerarlo como un tributo por las razones comentadas en el primer capítulo, no 
podríamos aplicar a este todas las observaciones que si hemos sostenido sobre la tasa hasta el 
momento, en cuanto a lo que se refiere a los principios del derecho tributario como lo son la 
igualdad o equidad ya que su naturaleza lo impide, más si otros elementos diferenciadores que 
encontraremos durante la investigación.  
 
Finalmente, en la sentencia se consideró que el artículo es exequible y expone la Corte que la 
Tasa en esta situación no viola el principio constitucional de la igualdad.  
  
Hemos materializado el concepto de tasa respecto de otros tipos de tributo2 e ingreso no 
tributario en la jurisprudencia, lo cual nos permite visualizar que si bien no tenemos un cuerpo 
                                                 
2 Teniendo en cuenta sus características y diferencias con otros tipos de contribución, como lo son:´´ Las tasas 
se diferencian de los tributos parafiscales en cuanto aquéllas constituyen una contraprestación directa por parte de 
los ciudadanos a un beneficio otorgado por el Estado, hacen parte del presupuesto estatal y, en principio, no son 
obligatorias, toda vez que queda a discrecionalidad del interesado en el bien o servicio que preste el Estado; en 
tanto que las contribuciones parafiscales no generan una contraprestación directa, motivo por el cual su tarifa se 
fija con criterios distintos, son obligatorias, son pagadas por un grupo determinado de personas, y los beneficios 
obtenidos van también destinados al mismo grupo y no entran en las arcas del Estado´´ ´´También  suele  explicarse 
que las tasas  se diferencian de los impuestos en cuanto  su pago es opcional pues quienes  las pagan tienen la 
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legal que nos permita estructurar estos conceptos con todas sus características, si hay una 
investigación en el ámbito del análisis jurisprudencial que ha hecho la Corte Constitucional cuando 
se presenta controversia para distinguir los tipos de tributo en el estado colombiano. 
 
Continuando con nuestro estudio, encontramos la Sentencia C-134/2009, cuyo caso de 
inconstitucionalidad corresponde a los artículos 87 y 111 del decreto 356 de 1994, los cuales 
afirman lo siguiente: 
ARTICULO 87. CREDENCIAL DE IDENTIFICACIÓN. El personal de los servicios de 
vigilancia y seguridad privada, portará para su identificación personal una credencial expedida 
por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, cuyo valor y especificaciones será 
determinado por esa entidad y se expedirá por el término de un (1) año. 
 
(…) 
 
ARTICULO 111. PAGOS. Las sumas por concepto de credenciales, licencias y multas 
serán establecidas por resolución por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y 
depositadas por los servicios de vigilancia y seguridad privada en la Dirección General del 
Tesoro. 
 
La demanda se fundamenta en la legalidad del valor requerido para el pago de las credenciales 
antedichas. En efecto, si la erogación que debe pagarse para obtener la credencial es una tasa, debe 
fijarse un sistema y método para su cobro, procedimiento que debe ser realizado por el legislador, 
y no por medio de un decreto en el uso de facultades extraordinarias de ejecutivo, pues la 
constitución es clara en establecer quien está llamado a realizar este tipo de regulaciones.3 
                                                 
posibilidad de decidir  si adquieren o no un bien o servicio  y se destinan a un servicio público específico y no a las 
arcas generales como en el caso de los impuestos´´. 
3 Para esclarecer el problema jurídico el Instituto Colombiano de Derecho Tributario hace la siguiente salvedad: 
´´El artículo 338 de la Constitución Política, admite que las autoridades fijen las tarifas de las tasas que se cobren a 
los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios 
que les proporcionen, pero exige que la ley, las ordenanzas o los acuerdos, determinen el sistema y método para 
establecer tanto los costos y beneficios, como la forma de hacer su reparto.  Conferir a la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada la facultad de determinar el valor de las credenciales, señalando directamente el 
método y el sistema que le permita determinar los costos de expedición de las mismas y la forma de hacer su 
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Vemos entonces que son frecuentes los casos en que encontramos a la tasa publica como un 
tributo del que normativamente surgen controversias de carácter constitucional, que se remiten a 
las posibilidades que la Constitución en su artículo 338 brinda respecto de que autoridades pueden 
fijar las tarifas de estas, así como la designación del método y sistema, esta es una sentencia que 
responde al curso de situaciones analógicas y estrechas que hemos estado analizando respecto de 
la tasa en nuestra investigación, y damos cuenta de ello porque si bien las normas demandadas no 
son las mismas, las situaciones si guardan gran proximidad entre sí.  
 
La Corte en esta sentencia continúa con los lineamientos jurisprudenciales vistos 
anteriormente. Aunado a lo anterior, en el caso concreto explica las características de la tasa, 
identificando que el cobro por concepto de licencias y credenciales es en efecto una tasa, y en 
consecuencia debe dársele el trato de este tipo de tributo. 
 
´´el valor por concepto de licencias y credenciales expedidas por la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, previsto en el Decreto Ley 365 de 1994 (arts. 87 y 111) 
corresponde a una tasa. En efecto: 
 
(i) Se trata de una prestación pecuniaria exigida por la ley o con fundamento en ella, 
pues en las normas demandadas se alude al pago de las “las suma” por dichos conceptos. 
(ii)  Se halla establecido a favor de la Nación, como se desprende de la obligación de 
depósito del pago “en la Dirección General del Tesoro” fijada en el artículo 111 del Decreto 
Ley mencionado; 
(iii)  Corresponde su pago a las empresas de servicios de vigilancia y seguridad 
privadas, interesadas en desarrollar este tipo de actividades de interés público, para cuya 
operación deben obtener la correspondiente licencia y, consecuencialmente, las credenciales 
respectivas; 
                                                 
reparto, corresponde a una ley expedida por el Congreso y no a un decreto proferido en uso de facultades 
extraordinarias.´´ 
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(iv)  La obligación de asumir el valor de estas licencias y credenciales surge de la 
decisión de los servicios de vigilancia y seguridad, a partir de la solicitud de los mismos 
interesados; 
(v)  Las sumas definidas por estos conceptos deben tener una relación costo beneficio 
con los bienes que se retribuyen al contribuyente. En suma, el cobro de las credenciales de 
identificación y las licencias de funcionamiento y renovación de empresas de vigilancia y 
seguridad privada, corresponde al concepto de tasa, como modalidad de tributo. ´´ 
  
Resulta interesante, ver en nuestro estudio la congruencia de las características que la Corte 
Constitucional expone sobre la tasa publica, dado que son en esencia las mismas que hemos 
analizado desde la sentencia inicial. Sin embargo, los casos han ido aumentando y se han hecho 
más comunes a través de los años respecto a distintos cobros realizados por entidades del estado y 
si en fin último, son un tributo y tienen la naturaleza de la tasa.  
 
Las características que acabamos de exponer, en definitiva, resumen y compilan varias de las 
que hemos analizado en las sentencias anteriores, como lo es en primer lugar la ley como fuente 
de esta, a lo cual hicimos mención del congreso como el órgano que debe determinar y definir 
todos sus elementos, el precio que el Estado cobra por adquirir un bien o servicio y su 
obligatoriedad , la cual en principio no funciona hasta que el particular decide tomar tal servicio, 
para así recuperar el costo del beneficio otorgado ya que estas constituyen una contraprestación 
directa por parte de los ciudadanos a un beneficio otorgado por el Estado 
 
Seguimos con nuestro análisis de los últimos 10 años con la sentencia C-768 de 2010, esta se 
suscita en las objeciones presidenciales al proyecto de ley No. 133/08 Cámara, 354/09 Senado 
“Por la cual se modifica la Ley 71 de 1986”, en la cual Corresponde a la Corte analizar si el 
Congreso de la República al autorizar mediante ley a los entes territoriales la imposición de un 
tributo, en este caso la emisión de una estampilla, con el objeto de captar medios propios, debe, de 
conformidad con el principio de legalidad tributaria, señalar en ella todos los elementos esenciales 
del tributo. De otra parte, establecer si se vulnera la garantía de la autonomía universitaria del ente 
educativo, porque la norma que autoriza el tributo señala el porcentaje y destinación de lo 
recaudado con ocasión de la emisión de la estampilla “Pro-Universidad de la Guajira”. 
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Este caso expone para nosotros una característica  que no hemos analizado y es la forma que 
puede adoptar la tasa en cuanto a su carácter social ,las estampillas han sido definidas por la 
jurisprudencia como tributos dentro de la especie de “tasas parafiscales”(aunque en otras 
situaciones también son consideradas impuestos), en la medida en que participan de la naturaleza 
de las contribuciones parafiscales, pues constituyen un gravamen cuyo pago obligatorio deben 
realizar los usuarios de algunas operaciones o actividades que se realizan frente a organismos de 
carácter público. Si bien pueden corresponder a la prestación directa de un servicio público, del 
cual es usuario el contribuyente que se beneficia efectivamente, caso en el cual se definen como 
tasas administrativas,  también puede corresponder al beneficio potencial por la utilización de 
servicios de aprovechamiento común, como la educación, la salud, el deporte, la cultura, es decir, 
que el gravamen se revierte en beneficio social, caso en el cual se definen como tasas parafiscales 
que son las percibidas en beneficio de organismos públicos o privados, pero no por la prestación 
de un servicio propiamente dicho, sino por contener un carácter social. 
 
Encontramos que en materia de tasas y contribuciones existe reserva legal para señalar  los 
límites materiales de aplicación del recaudo, ninguna autoridad administrativa se encuentra 
autorizada para este propósito como ya hemos visto; para la Corte Constitucional no existe reparo 
en que sea la ley en sentido material, la que en el caso concreto haya señalado los límites 
porcentuales de destinación del recaudo en beneficio de la Universidad de la Guajira, pues basta 
indicar que la norma apenas señala un límite material de distribución del recaudo, sin inmiscuirse 
en la aplicación de dichos porcentajes o en la ejecución del gasto. 
 
En la siguiente jurisprudencia, la sentencia C-402 de 2010 encontramos un argumento 
enriquecido de las características y diferencias objeto de estudio respecto de la tasa y el precio 
público, la controversia se suscita en el artículo 78 (parcial) de la Ley 160 de 1994 “Por la cual se 
crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece un 
subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria 
y se dictan otras disposiciones”, el cual dice:  
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Artículo 78. El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria adelantará por medio de 
funcionarios de su dependencia los procedimientos administrativos de adjudicación de las 
tierras baldías de la Nación, cuando ejerza directamente esa función. Para la identificación 
predial, tanto el lNCORA como las entidades públicas en las que se delegue esta función, 
podrán utilizar los planos elaborados por otros organismos públicos o por particulares, cuando 
se ajusten a las normas técnicas establecidas por la Junta Directiva del Instituto. 
  
Las tarifas máximas que pueden cobrarse a los adjudicatarios de terrenos baldíos por los 
servicios de titulación serán señaladas por la Junta Directiva. 
 
El aparte acusado, está relacionado con la habilitación a la junta directiva del INCORA (hoy 
INCODER) para señalar las tarifas máximas que pueden cobrarse a los adjudicatarios de terrenos 
baldíos por los servicios de titulación, lo que constituye una tasa, pues se está ante una prestación 
económica originada por imposición legal, cuya finalidad es recuperar los costos en los que incurre 
el INCODER por llevar a cabo el servicio de titulación de baldíos, servicio que guarda relación 
directa con el beneficio que el responsable de la tasa deriva del mismo, pues en su condición de 
adjudicatario del bien baldío obtiene la propiedad del predio correspondiente, el cual ingresa a su 
patrimonio, y el valor de la tasa no está relacionado con la utilidad que se originaría de la 
explotación del bien, sino que se circunscribe a la recuperación del costo en que incurre el Estado 
por el servicio de titulación necesario para la adjudicación del baldío, de donde la obligación 
tributaria solo se origina cuando el interesado acepta que se le adjudique el bien por parte del 
INCODER, por lo que luego de esa aceptación el pago de la tasa adquiere naturaleza forzosa, pues 
sin él no podría efectuarse la transferencia del inmueble de la Nación al adjudicatario. 
 
Al respecto en esta providencia la Corte Constitucional menciona lo siguiente sobre la tasa 
pública como concepto y sus características esenciales: 
 
Las tasas se pueden definir como aquellos ingresos tributarios que se establecen en la ley 
o con fundamento en ella (origen ex lege), a través de los cuales el ciudadano contribuye a la 
recuperación total o parcial de los costos en que incurre el Estado, para asegurar la prestación 
de una actividad pública, la continuidad en un servicio de interés general o la utilización de 
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bienes de dominio público. Por su propia naturaleza esta erogación económica se impone 
unilateralmente por el Estado a manera de retribución equitativa de un gasto público, que no 
obstante ser indispensable para el contribuyente, tan sólo se origina a partir de su solicitud. 
 
 En este orden de ideas, se consideran tasas aquellos gravámenes que cumplan las 
siguientes características: 
 
(i) La prestación económica necesariamente tiene que originarse en una imposición 
legal. 
(ii)  La misma nace como recuperación total o parcial de los costos que le 
representan al Estado, directa o indirectamente, prestar una actividad, un bien o servicio 
público. 
(iii) La retribución pagada por el contribuyente guarda relación directa con los 
beneficios derivados del bien o servicio ofrecido, así lo reconoce el artículo 338 Superior al 
disponer que: “La ley [puede] permitir que las autoridades fijen las tarifas de las [tasas] que 
cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten”. 
(iv)  Los valores que se establezcan como obligación tributaria excluyen la utilidad 
que se deriva de la utilización de dicho bien o servicio. 
(v)  Aun cuando su pago resulta indispensable para garantizar el acceso a actividades 
de interés público o general, su reconocimiento tan sólo se torna obligatorio a partir de la 
solicitud del contribuyente, por lo que las tasas indefectiblemente se tornan forzosas a partir 
de una actuación directa y referida de manera inmediata al obligado. 
(vi)  El pago, por regla general, es proporcional, pero en ciertos casos admite criterios 
distributivos, como por ejemplo, con las tarifas diferenciales. 
La anterior descripción de tasa, enmarca de manera especial (respecto de las otras sentencias 
estudiadas) el acuerdo de voluntades que una vez consagrado, comporta la obligatoriedad del pago. 
Su numeral V explica que solo con la solicitud del contribuyente efectivamente encaminado a 
producir efectos jurídicos se genera la obligación de pago en su cabeza, por lo que la simple 
intención de adquirir el producto o servicio sin manifestaciones expresas se encuentra insuficiente. 
Hasta ahora, las características mencionadas son la compilación más amplia que encontramos 
en la jurisprudencia sobre la tasa como tributo, teniendo en cuenta que las tasas no deben 
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confundirse con otros institutos que carecen de naturaleza tributaria, como es el caso de los precios 
públicos.  
 
Como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional en la sentencia C-402 de 2010, los 
precios públicos son ingresos no tributarios que surgen como erogación pecuniaria de 
contrapartida directa, personal y conmutativa a cargo de los beneficiarios, cuya causa jurídica es la 
autorización para acceder al uso temporal de bienes y servicios de propiedad estatal.  Los precios 
públicos y las tasas parten del mismo supuesto, relativo a que según la Corte Constitucional: 
 
“el Estado entrega bienes o presta servicios frente a los cuales es posible obtener a cambio 
una retribución. Sin embargo, mientras que en el caso de los “precios públicos” la obligación 
surge de una relación eminentemente contractual o voluntaria fundada en el postulado de la 
autonomía de la voluntad (origen ex contractu); en tratándose de las tasas dicha obligación 
emana de la potestad tributaria del Estado que se ejerce mediante ley (origen ex lege). ´´ 
Subrayado fuera de texto. 
 
 En este sentido, mientras que el contribuyente en el caso de las tasas a partir de su solicitud, 
se compromete de manera coercitiva con el pago de una suma de dinero en la recuperación del 
costo que le implica al Estado la prestación de una actividad, bien o servicio de interés público o 
general; el beneficiario en el caso de los precios públicos asume el compromiso de pagar una 
remuneración como contraprestación conmutativa por un bien o servicio que se demanda siempre 
de forma voluntaria, en aras de obtener una ventaja o utilidad económica frente al resto de la 
población como beneficio derivado de la cancelación de dicha erogación pecuniaria. 
 
Es por ello que para el caso objeto de análisis se observa que el Congreso se limitó a prever 
que sería la Junta Directiva del Incoder la que determinaría las tarifas máximas exigibles por el 
servicio de titulación, sin identificar ningún criterio que permitiera definir el costo y la forma de 
hacer su reparto.  Por ende, como tales elementos no están presentes, se está ante una evidente 
violación del principio de legalidad tributaria, lo que conlleva la inexequibilidad del inciso 
segundo del artículo 78 de la Ley 160 de 1994. 
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Continuamos nuestra investigación con la sentencia C-891 de 2012 cuya norma demandada 
es la ley 1421 de 2010 en su artículo 8 siguiente: 
  
Artículo 8°. Aportes voluntarios a los Fondos-cuenta territoriales. Los departamentos y 
municipios podrán aportar recursos propios o recibir donaciones de particulares destinadas a 
propiciar y garantizar la seguridad y la convivencia ciudadana, cuando así se haya previsto en 
el presupuesto del departamento o municipio… 
  
…El carácter de los sujetos pasivos y la base impositiva del tributo serán reglamentados 
por el Ministerio del Interior y de Justicia.  
 
Vemos en esta norma que debe tenerse en cuenta para efectos de la imposición de tasas o 
sobretasas destinadas a la seguridad y la convivencia ciudadana, el recaudo que tenga ocurrencia 
en un hecho generador de origen distrital o municipal será destinado exclusivamente al Fondo 
Territorial de Seguridad Distrital o Municipal correspondiente.  
 
En el evento en que la asamblea departamental imponga un gravamen sobre un hecho 
generador del nivel distrital o municipal, estos recursos serán destinados al fondo cuenta distrital 
o municipal donde se causen. En ningún caso podrá haber duplicidad del mismo gravamen, es 
decir, no podrá gravarse por más de un ente territorial un mismo hecho generador, a cargo de un 
mismo sujeto pasivo. 
 
Por lo tanto las tasas a las cuales alude el inciso segundo del artículo séptimo de la ley 1421 
se relacionan con la contribución especial señalada en el artículo 120 de la ley 418 de 1997 cuyos 
elementos se encuentran plenamente definidos: el sujeto pasivo son “todas personas naturales  o 
jurídicas que suscriban contratos de obra pública, con entidades de derecho público o celebren 
contratos de adición al valor de los existentes” y la base de la contribución es el valor total del 
contrato o su adición.  
 
En este sentido, el inciso demandado solamente comporta un aspecto aclaratorio que no afecta 
su esencia tributaria, es evidente que el legislador entregó, sin limitación alguna, la determinación 
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de los elementos de un tributo del que ni siquiera se ocupó de determinarlo, ni de establecer las 
características de por qué se hace mención a tasa o sobre tasa. Es por ello que la Corte 
Constitucional nos brinda la siguiente definición de la Tasa como concepto jurídico- tributario: 
 
‘’las tasas son prestaciones pecuniarias que constituyen remuneraciones de los 
particulares por los servicios prestados por el Estado en desarrollo de su actividad, sus tarifas 
son fijadas por autoridades administrativas, ellas no necesariamente comprenden el valor total 
del servicio prestado, hacen parte del presupuesto, se someten a control fiscal, su cuantía es 
proporcional al costo del servicio y son administrados por el Estado’’. 
 
Definición de la cual podemos evidenciar que las tasas constituyen una contraprestación 
directa por parte de los ciudadanos a un beneficio otorgado por el Estado, hacen parte del 
presupuesto estatal y, en principio, no son obligatorias, toda vez que queda a discrecionalidad del 
interesado en el bien o servicio que preste el Estado. Con lo anterior, no queda atisbo de duda sobre 
la ya reiterada jurisprudencia que explica de manera pacífica las características y naturaleza de la 
tasa como tributo, de lo cual se concluye que: 
 
(i) Su finalidad es la de recuperar el costo de lo ofrecido y el precio que paga el usuario, 
por lo que guarda una relación directa con los beneficios derivados de ese bien o servicio. 
(ii) Ocasionalmente caben criterios distributivos como las tarifas diferenciales.   
(iii) Constituyen una contraprestación directa por parte de los ciudadanos a un beneficio 
otorgado por el Estado, hacen parte del presupuesto estatal y, en principio, no son obligatorias, 
toda vez que queda a discrecionalidad del interesado en el bien o servicio que preste el Estado 
(iv) No guardan relación directa e inmediata con un servicio prestado al contribuyente, 
su pago es opcional pues quienes las pagan tienen la posibilidad de decidir si adquieren o no 
un bien o servicio y se destinan a un servicio público específico y no a las arcas generales 
como en el caso de los impuestos. 
 
Es teniendo en cuenta estos preceptos que, si bien conforme a nuestra investigación continúan 
siendo las mismas características en esencia, de acuerdo a la norma demandada las tasas o 
sobretasas especiales deberán ser impuestas por los departamentos y municipios, además se 
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destinarán a fondos-cuenta territoriales de seguridad, por lo cual se trata de fondos que las mismas 
entidades deberán aplicar al cumplimiento de funciones relacionadas con la seguridad ciudadana.  
 
Siguiendo la línea jurisprudencial que nos atiene, encontramos la sentencia C-528 de 2013 en la 
cual se demanda la ley 1575 de 2012 donde en interpretación del demandante, la mencionada 
norma viola el artículo 359 constitucional al establecer una destinación específica de los valores 
recaudados sobre la póliza de seguros, con destino al fondo Nacional de bomberos.  (Ley general 
de bomberos): 
 
Tal y como dictaminan las disposiciones constitucionales en este sentido, no pueden existir 
rentas nacionales con destinación específica. El artículo 35 de la norma demandada afirma: 
 
Recursos del fondo nacional de bomberos. El fondo nacional de bomberos, se financiará con 
los siguientes recursos: 
“1. Toda compañía aseguradora que otorgue pólizas de seguros en los ramos del 
hogar,  incendio,  terremoto,  minas  y  petróleo,  o  la  denominación  que  en  su 
portafolio  de  pólizas  esté  registrada  ante  la  Superintendencia  Financiera  y  que tengan 
que ver con  los ramos antes señalados, deberá aportar al fondo nacional 
de  bomberos  una  suma  equivalente  al  dos  por  ciento  (2%)  liquidada  sobre  el valor de 
la  póliza  de seguros;  este valor deberá ser girado al  fondo  nacional de 
bomberos  dentro  de  los  primeros  diez  (10)  días  del  mes  siguiente  a la adquisición de 
las mencionadas pólizas. […]” énfasis fuera de texto. 
 
Vemos algo interesante en esta jurisprudencia cuyo análisis más profundo se hará en el último 
capítulo respecto a las conclusiones de la línea investigativa, y es la aplicación consecutiva de las 
mismas características que definen la tasa como concepto tributario a través de los años. En este 
caso la Corte menciona que las características para determinar si esta norma se refiere a una tasa, 
son las mismas que ha expuesto en la sentencia C-402 de 2010, donde construye el siguiente 
analisis:  
- “Aunque se impone a las aseguradoras, y estas perciben un beneficio por la actividad de 
bomberos, no es virtud del provecho que obtienen que se impone la detracción bajo 
42 
examen, sino más bien por la necesidad de fomentar y fortalecer la gestión integral del 
riesgo. Las tasas no responden a esta relación. Por el contrario, se imponen precisamente 
en virtud del beneficio directo que derivan los contribuyentes de la prestación de un 
servicio, actividad, o del uso de un bien de dominio público. 
- La exacción de bomberos tampoco persigue recuperar total o parcialmente los costos en 
los que se incurre al prestar el servicio. Los recaudos obtenidos a causa suya, se pueden 
destinar a más que eso, o incluso a objetos distintos. La ley admite ordenarlos a financiar 
los cuerpos de bomberos, a fortalecerlos desde un punto de vista técnico, profesional y 
humano, y esto supone que se pueden usar para modernizarlos y actualizarlos. En cambio, 
las tasas impuestas para recuperar los costos de servicios prestados no deben destinarse a 
fines distintos. 
-  No es necesario que las aseguradoras soliciten o provoquen la prestación efectiva del 
servicio de bomberos para que se surja la obligación tributaria. Por el contrario, las tasas 
se imponen a quien solicita o provoca la prestación de un servicio o el uso de un bien de 
dominio público 
-  Finalmente, el recaudo debe estimarse en el presupuesto de rentas dentro de un fondo 
especial, y no en los ingresos corrientes, que es donde se incluyen los cálculos por 
recepción de tasas” (Dcto 111 arts. 11 y 27).” 
 
De lo anterior se encuentra la importancia de la retribución por la prestación de un bien o 
servicio como característica inherente a la tasa. En el caso en comento, aun cuando las 
aseguradoras reciben un beneficio, no por esto la ley impone el pago a las aseguradoras, sino más 
bien, lo hace por la necesidad de fomentar y fortalecer la gestión del riesgo, cambia la naturaleza 
del cobro; donde cualquier pago que no se comporte como una retribución directa con ocasión al 
servicio prestado y tenga en cuenta otras consideraciones, no puede ser calificado como tasa 
pública. 
Así mismo, en palabras de la corte “No es inconstitucional una contribución parafiscal que 
tenga el propósito de financiar, fortalecer y actualizar un servicio público en beneficio de toda la 
colectividad, cuando quien lo presta es del sector del contribuyente, y este se beneficia del 
gravamen” 
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Por esta razón concluye la Corte Constitucional que el tributo de bomberos demandado es 
técnicamente una contribución parafiscal, y no viola el principio de generalidad de los impuestos, 
ni prohibición constitucional de rentas nacionales con destinación específica, ya que carece de 
lógica que se le atribuya a una contribución parafiscal la naturaleza de un impuesto o de una tasa 
para, a renglón seguido, afirmar que la norma que la consagra es inconstitucional porque no se 
atuvo a los límites que el constituyente le impuso al legislador en materia impositiva.  
 
Veremos que, la jurisprudencia empieza a concretar los argumentos que han hecho de las 
características y definición de la tasa un elemento importante para descartar en casos como el 
anterior y el que analizaremos a continuación, para determinar y descartar a qué tipo de tributo se 
refieren las normas del derecho tributario, ya que es una confusión constante que se presenta en 
las demandas que aclara la Corte Constitucional 
 
Acto seguido, continuamos con la sentencia C-621 de 2013, pronunciamiento que analiza la 
constitucionalidad de la ley 1450 de 2011 en su artículo 101, pues según el demandante esta 
disposición del plan Nacional de desarrollo permite que se le dé una fijación unilateral a los precios 
de los combustibles en cabeza exclusiva del ministerio de minas y energía, sin atender a parámetro 
alguno que limite su decisión, pues, en la ley no se mencionaban los elementos esenciales que el 
Gobierno debe tener en cuenta como lo son: “(i) los sujetos activo y pasivo; (ii) el hecho generador, 
(iii) la base gravable y (vi) (sic) la tarifa de las obligaciones tributarias.” La norma demanda 
expresa: 
  
ARTÍCULO 101. FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE LOS 
COMBUSTIBLES. El Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles (FEPC), creado 
por el artículo 69 de la Ley 1151 de 2007, seguirá funcionando para atenuar en el mercado 
interno el impacto de las fluctuaciones de los precios de los combustibles en los mercados 
internacionales. 
 
Los recursos necesarios para su funcionamiento provendrán de las siguientes fuentes: 
a) Los rendimientos de los recursos que conformen el Fondo; 
b) Los recursos de crédito que de manera extraordinaria reciba del Tesoro; 
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c) Los recursos provenientes de las diferencias negativas, entre el Precio de Paridad 
internacional y el Precio de Referencia establecido por el Ministerio de Minas y Energía, o 
quien haga sus veces, cuando existan. 
 
PARÁGRAFO. A partir de la presente vigencia, los ingresos y los pagos efectivos con 
cargo a los recursos del Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles - FEPC, que 
realice la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, en su calidad de 
administrador de dicho Fondo, no generarán operación presupuestal alguna, toda vez que son 
recursos de terceros y no hacen parte del Presupuesto General de la Nación. 
  
Se hace necesario determinar si este mecanismo de obtener recursos por parte del FEPC 
constituye una forma de recaudo tributario, y de ser así, verificar si se cumplen los requisitos 
derivados del principio de legalidad tributaria, establecido en el artículo 338 de la Constitución. 
Para ello la Corte expone las siguientes características para determinar si podríamos estar frente a 
una tasa publica: 
 
(i) En virtud de disposición de rango legal, el Estado cobra un precio por un bien o 
servicio ofrecido; 
(ii) El precio pagado por el ciudadano al Estado guarda relación directa con los 
beneficios derivados del bien o servicio ofrecido;  
(iii) El precio pagado guarda relación con la recuperación total o parcial de los costos 
que le representan al Estado, directa o indirectamente prestar una actividad o servicio público 
o producir un bien;  
(iv) aun cuando su pago resulta indispensable para garantizar el acceso a actividades de 
interés público o general, su reconocimiento tan sólo se torna obligatorio a partir de la 
solicitud del contribuyente, por lo que las tasas indefectiblemente se tornan forzosas a partir 
de una actuación directa y referida de manera inmediata al obligado; 
(v) El precio cubre los gastos de funcionamiento y las previsiones para amortización 
y crecimiento de la inversión; 
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Entonces, en consonancia con lo establecido por la Corte ya reiteradas ocasiones, no nos 
encontramos frente a una tasa porque el mayor valor en el precio interno de los combustibles, a los 
ojos de la honorable corporación  en la providencia bajo estudio “no constituye una 
contraprestación a un servicio prestado al particular o a un bien obtenido por éste; el diferencial 
de participación busca beneficiar a importadores de combustible y refinadores en una eventual 
situación de inestabilidad del precio internacional, algo totalmente distinto de lo planteado como 
primero o segundo elemento esencial de las tasas”.  
Aunado a lo anterior, en el pago del diferencial de participación los llamados a cancelarlo no 
lo hacen de manera voluntaria, alejándose de lo que ya conocemos como tasa. 
 
Por medio del diferencial de participación no se están compensando de forma alguna los 
costos en que incurrió el Estado al prestar un servicio público, ni el valor de un bien que el 
particular ha adquirido; a través del cobro de dicho diferencial de participación se desarrolla una 
política de recaudo encaminada a desarrollar acciones en beneficio de los sujetos pasivos de la 
misma. De manera que, si el diferencial de participación no encuadra en estas características, no 
corresponderá a lo que jurisprudencialmente se ha definido como tasa en el ordenamiento jurídico 
colombiano. 
 
Por esta razón, la única posibilidad en interpretación de la corte de que el diferencial de 
participación sea un tributo, es que el mismo pueda ser clasificado como una contribución 
parafiscal. En conclusión, aun cuando no nos encontramos frente a una tasa, no es menos cierto 
que desarrollo del tributo encontrado en la disposición acusada si debe como requisito fundamental 
para encontrar vida jurídica establecerse por normas de rango legal, situación que no se ve 
evidenciada en esta ocasión, donde los elementos que constituyen su base gravable y los sujetos 
pasivos de la ya mencionada imposición, se establecieron en normas de rango infra legal.  
 
Con base en lo anterior, el literal C) de la ley 1450 de 2011 fue declarado inexequible. Esta es 
una muestra clara del porque existen normas de rango constitucional que tienen como objetivo 
específico la regulación de las imposiciones tributarias. Es cierto y conocido que el Estado 
mediante su poder impositivo tenga la capacidad de colocar cargas no voluntarias en cabeza de los 
ciudadanos, o de un grupo de estos. Sin embargo, lo anterior no es óbice para eludir las 
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obligaciones constitucionales, sin las cuales el ciudadano se encuentra expuesto a recibir toda 
suerte de abusos de la autoridad. Encontramos con esto una clara diferencia entre los tributos y 
otros ingresos públicos, que si bien pueden estar regulados por el estado no requieren de este 
andamiaje constitucional para nacer a la vida jurídica. 
 
A continuación veremos cómo aparentemente podríamos concretar que los conceptos que la 
jurisprudencia considera respecto de la Tasa Publica son los mismos desde el año 2010, ya que en 
definitiva es repetitivo en las sentencias que hemos analizado desde el 2010.  
En la sentencia C-167 de 2014 se presenta acción de inconstitucionalidad contra el artículo 
4°, parcial, de la Ley 399 de 1997, ‘por la cual se crea una tasa, se fijan unas tarifas y se autoriza 
al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, INVIMA, su cobro. 
 
En esta sentencia se plantean dos problemas jurídicos, similares entre sí, con relación a dos 
literales de una disposición legal (art. 4°, Ley 399 de 1997). En ambos se acusa al Congreso de la 
República de estar violando las reglas y principios constitucionales en materia tributaria.  
 
El primer problema jurídico es el siguiente: ¿viola el Congreso de la República los principios 
de legalidad y certeza del tributo al establecer como hecho gravable de una tasa las expresiones ‘y 
demás gastos que se requieran’, a pesar de que la propia norma dice que se refiere a los gastos 
‘para controlar la calidad de los productos contemplados, que puedan tener impacto en la salud 
individual y colectiva’? El segundo problema jurídico es ¿viola el Congreso de la República los 
principios de legalidad y certeza del tributo al establecer el hecho gravable de una tasa con las 
expresiones ‘los demás hechos que se presenten en desarrollo de los objetivos del Invima’ para 
controlar la calidad de los productos allí contemplados? 
 
La norma acusada establece que: 
   
Son hechos generadores de la tasa que se establece en esta ley, los siguientes: 
  
a) La expedición, modificación y renovación de los registros de medicamentos, productos 
biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico quirúrgicos, 
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odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de 
diagnóstico y los demás que puedan tener impacto en la salud individual y colectiva; 
  
b) La expedición, renovación y ampliación de la capacidad de los laboratorios, fábricas o 
establecimientos de producción, distribución y comercialización de medicamentos, productos 
biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico quirúrgicos, 
odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de 
diagnóstico y los demás que puedan tener impacto en la salud individual y colectiva; 
  
c) La realización de exámenes de laboratorio y demás gastos que se requieran para controlar la 
calidad de los medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y 
elementos médico quirúrgicos, odontológicos, productos naturales, homeopáticos y los generados por 
biotecnología, reactivos de diagnóstico y los demás que puedan tener impacto en la salud individual y 
colectiva; 
  
d) La expedición de certificados relacionados con los registros; 
  
e) Los demás hechos que se presenten en desarrollo de los objetivos del Invima.” 
 
 
Para resolver estas dos cuestiones la Sala reiteró la jurisprudencia constitucional sobre los 
principios de legalidad y certeza del tributo, a propósito de contribuciones como las que se estudian 
en el presente caso. Posteriormente definió si a la luz de los parámetros establecidos en la 
jurisprudencia, los apartes normativos acusados violan o no los principios de legalidad y certeza 
del tributo. Las leyes que establezcan contribuciones fiscales o parafiscales deben respetar los 
principios de legalidad y certeza del tributo. 
 
En la solución del problema jurídico la Corte Constitucional ha establecido claramente las 
diferencias entre los impuestos, las tasas y las contribuciones parafiscales, ya en este momento de 
la línea jurisprudencial hablamos de establecer o fortalecer, concretar un concepto jurídico para 
las sentencias venideras, por ello reitera la misma definición de tasa con la que hemos estado 
trabajando en la línea jurisprudencial desde el año 2010 , con lo cual podemos considerar que en 
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este punto la Corte Constitucional ya solidificó un concepto que considera amplio y preciso de la 
tasa pública.4 
 
Es gracias a esta apreciación ya concretada por la Corte Constitucional que se descarta la 
posibilidad de encontrarnos en el presente caso frente a una tasa publica como la hemos 
considerado en nuestra investigación y declara la inexequibilidad del literal (e) de artículo 4° de la 
Ley 399 de 1997, por desconocer los principios de legalidad y certeza del tributo, en tanto las 
expresiones empleadas (los demás hechos que se presenten en desarrollo de los objetivos del 
Invima), no son determinados ni determinables, a partir de los parámetros legales. Su grado de 
indeterminación es tan alto, que pone en riesgo la seguridad jurídica y las garantías democráticas 
constitucionales. En consecuencia, se declara inexequible el segundo aparte acusado.  
 
Las 2 últimas sentencias estudiadas nos permiten entender la importancia de determinar de 
forma inequívoca los elementos constitutivos del tributo, pues entre más abiertos sean, existe un 
mayor espectro de acción en el cual pueda verse afectada la ciudadanía. 
 
Continuamos con la sentencia C-260 de 2015. En la demanda de inconstitucionalidad 
formulada se acusó el parágrafo 2º del artículo 15 de la Ley 1579 de 2012, gracias a que en 
interpretación del demandante vulnera el principio de autonomía de las entidades territoriales 
contenido en el artículo 294 de la Constitución, en tanto que impide que las autoridades territoriales 
graven con impuestos, tasas o contribuciones municipales o departamentales (salvo el impuesto de 
registro) los actos notariales y/o de registro. 
 
                                                 
4  las tasas se identifican por las siguientes características: la prestación económica necesariamente tiene que 
originarse en una imposición legal; el cobro nace como recuperación total o parcial de los costos que le representan 
al Estado, directa o indirectamente, prestar una actividad, o autorizar el uso de un bien de dominio público. La 
retribución pagada por el contribuyente guarda relación directa con los beneficios derivados del bien o servicio 
ofrecido; los valores que se establezcan como obligación tributaria han de excluir la utilidad que se deriva del uso de 
dicho bien o servicio y, aun cuando el pago de las tasas resulta indispensable para garantizar el acceso a actividades 
de interés público o general, su reconocimiento se torna obligatorio cuando el contribuyente provoca su prestación. 
Así, las tasas se tornan forzosas a partir de una actuación directa y referida de manera inmediata al obligado. El pago 
de estos tributos es, por lo general, proporcional, pero en ciertos casos admite criterios distributivos (por ejemplo 
tarifas diferenciales). Sentencia C-167 de 2014 
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Para el demandante, lo anterior comporta un tratamiento preferencial en relación con los 
tributos que se encuentran como propiedad de las entidades territoriales, encontrando con esto una 
violación constitucional. 
 
La norma demanda afirma: 
  
ARTÍCULO 15. RADICACIÓN DE DOCUMENTO O TÍTULO VÍA ELECTRÓNICA EN LAS 
NOTARÍAS, DESPACHOS JUDICIALES O ENTIDADES ESTATALES. Una vez otorgado un 
título o documento de los relacionados en el artículo 4o, el Notario, la autoridad judicial, administrativa 
o estatal competente, a petición de cualquiera de los interesados o de manera oficiosa, podrá radicarlo 
en el sistema de información de registro o sistema adoptado para tal fin, remitiendo vía electrónica a 
la oficina de registro la copia del documento o título digitalizado con firma digital, así como los 
soportes documentales del cumplimiento del pago de los impuestos y derechos establecidos en la ley 
y decretos reglamentarios. 
  
PARÁGRAFO 1o. El pago de los impuestos y derechos de registro se podrá efectuar a través de 
medios virtuales o electrónicos bajo condiciones de seguridad y confiabilidad, debidamente integrados 
al proceso de registro. La Superintendencia de Notariado y Registro, reglamentará el procedimiento y 
desarrollo tecnológico para la puesta en marcha de este servicio. 
  
PARÁGRAFO 2o. Ningún acto notarial ni de registro podrá ser gravado con impuestos, tasas o 
contribuciones municipales o departamentales, con excepción del Impuesto de Registro autorizado por 
la Ley 223 de 1995 y las que lo modifiquen o adicionen.” 
  
Al determinar la naturaleza jurídica del tributo descrito en la norma, se refirió a las tasas como 
una especie de tributo en la que se establece una prestación económica a favor del Estado. En ese 
orden, para la Corte las “tasas” han sido consideradas como un gravamen siempre que se 
verifiquen las siguientes características ya reiterativas por la jurisprudencia5 
                                                 
5 “- El Estado cobra un precio por un bien o servicio ofrecido - El precio pagado por el ciudadano al Estado 
guarda relación directa con los beneficios derivados del bien o servicio ofrecido. El particular tiene la opción de 
adquirir o no el bien o servicio. El precio cubre los gastos de funcionamiento y las previsiones para amortización 
y crecimiento de la inversión” sentencia C-260/2015 
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Así mismo, afirmó la Corte en sentencia C-260/ 15 que las tasas son: 
 
“… aquellos ingresos tributarios que se establecen unilateralmente por el Estado, pero 
sólo se hacen exigibles en el caso de que el particular decida utilizar el servicio público 
correspondiente. Es decir, se trata de una recuperación total o parcial de los costos que genera 
la prestación de un servicio público; se autofinancia este servicio mediante una remuneración 
que se paga a la entidad administrativa que lo presta. Toda tasa implica una erogación al 
contribuyente decretado por el Estado por un motivo claro, que, para el caso, es el principio 
de razón suficiente: Por la prestación de un servicio público específico. El fin que persigue 
la tasa es la financiación del servicio público que se presta. La tasa es una retribución 
equitativa por un gasto público que el Estado trata de compensar en un valor igual o inferior, 
exigido de quienes, independientemente de su iniciativa, dan origen a él´´ 
  
Razón por la cual la actuación a que se refiere la norma no desconoce el artículo 294 de la 
Constitución, la Corte considera que la disposición acusada es constitucional y declaró su 
exequibilidad. En cuanto a esta última consideración de la Corte podríamos agregar que sobre el 
principio de razón suficiente que se refiere a la prestación de un servicio público especifico, ya 
habíamos analizado una sentencia anterior en la cual encontramos que no tiene que ser 
necesariamente así, dado que en ciertos casos el carácter social de la misma implicaría que esta 
adquiriera un matiz más general, sin embargo, esta afirmación de la Corte no agrega novedad 
jurisprudencial a nuestra investigación.  
 
En la sentencia C-155 de 2016 analizaremos un caso que guarda similitud con los anteriores 
en cuanto a su forma de descartar la naturaleza tributaria a que se 1refiere la norma, el texto del 
artículo 191 de la Ley 1753 de 2015, con lo demandado en subrayas, según aparece publicado en 
el Diario Oficial 49.538 del 9 de junio de 2015: 
 
ARTÍCULO 191. ALUMBRADO PÚBLICO: Los costos y gastos eficientes de todas las 
actividades asociadas a la prestación del servicio de alumbrado público serán recuperados por 
el municipio o distrito que tiene a cargo su prestación a través de una contribución especial con 
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destinación específica para la financiación de este servicio. Dichos costos y gastos se 
determinarán de conformidad con la metodología que para tales efectos establezca el 
Ministerio de Minas y Energía o la autoridad que delegue. 
 
PARÁGRAFO 2o. Los contratos suscritos mantendrán su vigencia, pero las prórrogas o 
adiciones que se pacten con posterioridad a la vigencia de la presente ley se regirán por lo 
previsto en esta ley; en todo caso, el recaudo de la contribución de alumbrado se destinará a 
sufragar el costo de prestación del servicio a partir de la expedición de la presente ley. Los 
contratos que se celebren durante el período al que se refiere el parágrafo transitorio y en todo 
caso antes de la reglamentación de este artículo, se regirán por las normas vigentes antes de 
la expedición de esta ley. 
  
PARÁGRAFO TRANSITORIO. Contarán con un (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley para adoptar la contribución en los términos establecidos por este 
artículo. Una vez cumplido este plazo operará la sustitución. Los alcaldes de los municipios y 
distritos que a la fecha de expedición de esta ley tengan incorporado en los acuerdos de 
impuesto de alumbrado público la actividad de semaforización, deberán establecer la fuente 
con la cual se financiarán los costos y gastos de la actividad de semaforización a partir de la 
terminación del período de un (1) año al que se refiere este parágrafo transitorio. 
 
Las expresiones demandadas en el artículo 191 y en el parágrafo segundo del mismo regulan 
la destinación específica de lo recaudado con el tributo, precisando que estos deben destinarse a 
financiar el costo del servicio de alumbrado público. 
 
Conforme al debate así planteado, correspondió a la honorable corte resolver si las expresiones 
demandadas en el literal f. numeral 4 del artículo 191 y en el parágrafo segundo del mismo artículo 
de la Ley 1753 de 2015, vulneran el derecho de las entidades territoriales a administrar los recursos 
y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones (Art. 287.3 de la CP), 
para ello hubo la necesidad de diferenciar la tasa en su naturaleza como tributo del impuesto como 
describimos en nuestro primer capítulo de la siguiente forma: 
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“(…) A su vez, la tasa se diferencia del impuesto por dos aspectos: 
 
1) En la tasa existe una contraprestación (el envío de la carta, el transporte por 
ferrocarril, el suministro de energía), mientras que en el impuesto, por definición, no se está 
pagando un servicio específico o retribuyendo una prestación determinada. 
 
2) La diferencia radica en el carácter voluntario del pago de la tasa y en el carácter 
obligatorio del pago del tributo. "Sin embargo, algunos autores, con razón han señalado que 
la segunda distinción no es muy exacta, puesto que cuando la tasa se está exigiendo como 
contraprestación de los servicios que de manera exclusiva o bajo la forma de monopolio 
suministra el Estado, le es muy difícil, si no imposible, al particular no utilizarlo. Por lo tanto 
el carácter de voluntariedad se desdibujaría en la tasa. Ante un monopolio del servicio postal 
la única manera de no pagar las tasas del envío de cartas sería no escribiendo cartas, lo cual 
resulta imposible en la vida moderna. De manera que "la verdadera distinción del impuesto y 
de la tasa reposa en la ausencia o en la existencia de una contrapartida proporcional y no en el 
carácter profesional obligatorio o no obligatorio". 
  
Sin embargo, los mismos reglamentos jurídicos podrán permitir, luego de la creación de tasas 
o contribuciones especiales ("como recuperación de los costos de los servicios que les presten o 
participación en los beneficios que les proporcionen"), que las autoridades fijen las tarifas 
respectivas, "pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer 
su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos".6  
 
Reitera la Corte Constitucional lo dicho en la sentencia C-402 de 2010, concepto concretado 
para todas las sentencias que hemos visto desde entonces y teniendo en cuenta el desarrollo 
jurisprudencial, podemos concluir que en cada caso particular se debe analizar a profundidad la 
naturaleza jurídica del tributo, por cuanto como se observó anteriormente, la denominación legal 
                                                 
6 De esta manera, lo sostiene el concepto del Ministerio Público en la consideración que el inciso 2o. del pre 
transcrito artículo 338 consagra que la ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen 
las tarifas de las tasas -esto es, las tablas o catálogos de los precios de esas tasas o derechos-, más no las tasas 
mismas, pues su establecimiento o creación se rige por el principio general, según el cual los cuerpos de 
representación popular son quienes constitucionalmente están habilitados para imponer contribuciones. 
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no siempre corresponde con precisión al contenido material del tributo que se somete a un examen 
de constitucionalidad. En este sentido, a continuación, se resumen los elementos de la esencia de 
los tributos (impuesto, tasa, contribución especial y contribución parafiscal), mencionados en la 
jurisprudencia citada: 
 
(i) el hecho generador se basa en la prestación de un servicio público, o en un beneficio 
particular al contribuyente, por lo cual es un beneficio individualizable;  
(ii) tiene una naturaleza retributiva, por cuanto, las personas que utilizan el servicio 
público, deben pagar por él, compensando el gasto en que ha incurrido el Estado para prestar 
dicho servicio  y 
(iii) se cobran cuando el contribuyente provoca la prestación del servicio, siendo el cobro 
de forma general proporcional, pero en ciertos casos admite criterios distributivos. 
 
Como quedó establecido anteriormente, existen diferencias constitucionalmente relevantes en 
los tipos de tributos e ingresos públicos, la destinación específica de los mismos y las 
consecuencias constitucionales del tipo de exacción del que se trate de cara a la interpretación 
constitucional.  
 
Es precisamente que, gracias a las características especiales de la contribución especial, la 
destinación específica de los recursos por ella recaudados con miras a cubrir los costos de la 
prestación del servicio, en este caso, del alumbrado público, es una consecuencia necesaria y lo 
anterior no desconoce el derecho de las entidades territoriales de administrar el capital que les 
corresponde. Donde se declara la exequibilidad de las normas demandadas. 
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Conclusiones 
 
La jurisprudencia Constitucional recopilada permite trazar un lineamiento fiable y completo, 
aunque desafortunadamente, no muy dinámico en lo ateniente a la tasa pública como mecanismo 
tributario. En efecto, en los periodos 2003 – 2017, al mostrarnos una sólida argumentación 
unidireccional y reiterativa sobre la tasa publica y sus elementos, la honorable Corte Constitucional 
demuestra que respecto de este mecanismo de imposición tributaria no existe mayor discusión, y 
las características que lo identifican, se encuentran de manera pacífica en la jurisprudencia. 
 
Lo anterior se ve sustentando en las 7 sentencias principales que fueron objeto de estudio de 
la presente tesis y en las manifestaciones jurisprudenciales por ellas citadas, donde más allá de 
buscar controversias en lo que es y constituye la tasa pública, la corte – por lo general – utilizaba 
los elementos de la tasa con miras a establecer si, la normatividad en discusión se acoplaba o no a 
esta tipología tributaria y en consecuencia cual debía ser el tratamiento correcto de la disposición 
demandada. 
 
Encontramos que el concepto de tasa se encuentra pacíficamente constituido como una 
contraprestación económica que se sirve de pagar un ciudadano con motivo de un servicio 
constituido y prestado por el Estado ya sea de forma directa o indirecta. Adicionalmente, debemos 
mencionar que si se enmarca como un tributo, alejándonos de las primeras definiciones 
controversiales expuestas en esta investigación, gracias a que su origen es de naturaleza legal y su 
fin específico es el recaudo de ingresos. 
 
Sus características esenciales se ven descritas en una sentencia de altísima relevancia 
para la presente investigación en la sentencia C-402 de 2010, de lo que se enuncia que: 
1) Nacen de una imposición legal 
2) Están constituidas como la forma de recuperar (al menos parcialmente) los 
costos que son generados al Estado con ocasión de prestar la actividad o 
servicio público. 
55 
3) Existe una relación directa entre lo pagado por el contribuyente y el beneficio que le trae 
ese pago. 
4) El pago de la tasa se torna forzoso a partir de la voluntad del contribuyente, ateniente a 
solicitar el servicio prestado. 
 
Sus diferencias con otros tributos se encuentran bien definidos así: 
 
1) Los impuestos: Estos se presentan como el tributo por excelencia, donde su naturaleza 
jurídica se encuentra en la capacidad impositiva del Estado, enfocada en la obligación que 
existe en el pago del impuesto, teniendo como base la capacidad adquisitiva del 
contribuyente. 
Sus diferencias principales son la tasa pública son evidentes. Primero, a diferencia del 
impuesto, la tasa parte de la base de la voluntad de quien cancela, gracias a que es su deseo 
adquirir el bien o servicio prestado por el Estado. Segundo, la tasa no tiene interés alguno 
por la capacidad adquisitiva del contribuyente, sino que, a través del sistema y el método 
constituidos por la ley para ejercer su cobro, se establece un costo, basado en los gastos 
que comportó el bien o servicio prestado.  
 
2) Las contribuciones especiales: Entendidas como pagos al Estado, con ocasión de la 
realización presente o futura de obras o actividades en procura del interés colectivo, sobre 
el cual se reporta beneficio directo de los llamados a pagar esta imposición tributaria. 
Adicionalmente, la contribución especial reporta un beneficio indirecto a la sociedad en 
general, que ve mejorada la calidad de vida en sus ciudades. 
De nuevo, la capacidad impositiva del Estado juega un papel fundamental al separar este 
tributo de la tasa pública. Es así, como la autoridad pública impone la contribución, y su 
pago se hace obligatorio no por la voluntad del contribuyente, situación que si se presenta 
en la tasa pública, aun cuando ambos tributos reportan un beneficio directo para quienes 
se encuentran llamado a pagarlos. 
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3) Las contribuciones parafiscales: Son definidas como los pagos que realizan los usuarios 
de algunos organismos públicos o de naturaleza mixta, enfocados a mantener el 
financiamiento de dichas entidades.  
dos diferencias alejan de la tasa de este tributo. Las contribuciones parafiscales no surgen   
de la voluntad del contribuyente, siendo otro mecanismo impositivo del Estado; cierto que, 
como en la tasa, se genera un beneficio para quien lo paga pero debe recordarse que los 
ingresos recaudados con ocasión de ambos tributos, tienen destinos sustancialmente 
diferentes, donde los ingresos de las contribuciones parafiscales financian el organismo 
que las cobra, y la finalidad de la tasa pública en cambio, tiene el fin de costear los castos 
generados por la utilización del bien, actividad o servicio prestado. 
 
La tasa como tributo, reviste de toda la regulación constitucional y legal que la condiciona 
ciertos requisitos, contrario a otro tipo de ingresos públicos. Este es el caso de las tarifas notariales. 
El notario como privado en su ejercicio de otorgar fe pública a los actos que le son presentados y 
producto de esto cobrar un ciento monto por el servicio prestado, podría hacernos caer en error y 
considerar el pago como una tasa y, en consecuencia, un tributo. En efecto, la honorable Corte 
Constitucional en sentencia C – 029 de 2019 estudia este caso particular, al considerar si, una 
exención para el pago de derechos notariales al establecerlos como actos sin cuantía violaba la 
constitución en su artículo 154 numeral 2 el cual establece que las leyes que introducen exenciones 
de impuestos, contribuciones o tasas sólo pueden tener origen en una iniciativa presentada ante las 
Cámaras Legislativas por el Gobierno Nacional, situación que no se presentó en la ley demandada. 
 
Como lo mencionó en esta ocasión la alta corporación, el demandado incurrió en el error de 
considerar las tarifas establecidas para estos procesos un tributo. Toda imposición tributaria debe 
tener su origen en la ley (principio de reserva de ley) y las tarifas establecidas en procesos 
notariales al no ser tributos, son establecidas por el Gobierno nacional a través de resolución 
emitida por la superintendencia de notariado y registro.  
 
Manifestó de forma tajante la Corte Constitucional que “la reducción de la tarifa por la 
prestación de los servicios notariales y registrales –que es a lo que apuntan los artículos 1º y 2º de 
la Ley 1848 de 2017– puede llegar a tener efectos tributarios consecuenciales o secundarios, pero 
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de ninguna manera puede considerarse como exención ni beneficio de cara a una obligación 
impositiva.” Donde declaró exequibles estas disposiciones, pues no requerían que la iniciativa 
legislativa fuera del Gobierno nacional. 
 
No contó con la misma suerte el artículo tercero de la ley demandada. Esta última exención si 
entraba en la órbita de un tributo, el impuesto de registro. La disposición afirmaba que:  
 
“La inscripción de actos administrativos de cesión o transferencia, a otras entidades públicas o 
a particulares, de bienes inmuebles de propiedad pública susceptibles de ser enajenados, que se 
encuentren ubicados en predios que hayan sido objeto de legalización urbanística, de acuerdo con 
las normas vigentes, se liquidarán como actos sin cuantía.” Subrayado fuera de texto. 
Realizar esta manifestación desconoció los límites impuestos y de obligatoria observancia por 
el artículo 294 constitucional, pues una vez se da la inscripción en el registro, no se produce la 
consecuencia jurídica del pago con base en el valor del bien, sino como acto sin cuantía, lo que va 
en contra de los ingresos percibidos por las entidades territoriales.  
 
Concluimos nuestra investigación con esta maravillosa sentencia. En efecto, es de vital 
importancia diferenciar los tributos de otros ingresos públicos, con miras a entender cuál es la 
regulación que les atañe y consecuencia conocer su alcance jurídico. 
 
Con lo ya expuesto a través de la investigación, cabe preguntarnos si la tasa pública que ha sido 
descrita como un pago voluntario de quien voluntariamente desea adquirir el servicio prestado por 
el Estado, es tan voluntaria como se afirma. 
 
El ejemplo clásico ya fue expuesto rápidamente en nuestra investigación; es la obtención de 
la cédula de ciudadanía ¿una decisión voluntaria? Sin este importante elemento requerido, que por 
demás es obligatorio para acceder a la mayoría de las esferas en salud, educación, alimentación, 
subsidios o empleo, pareciera que la respuesta a la pregunta postulada es negativa.  
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Otro ejemplo se encuentra en el pago por peaje. ¿Qué tan voluntario puede ser para una 
persona que, con ocasión a su trabajo, se encuentra en la necesidad de pasar por un peaje de manera 
continua?  
 
En estos casos se evidencia la naturaleza principal de la tasa como tributo. Se ha entendido 
como un pago voluntario que se hace obligatorio a fin de recibir el servicio específico gracias a 
que no existe una obligación directa marcada en el tiempo proveniente del Estado que constriñe al 
contribuyente para cancelar un rubro en modo, tiempo y lugar determinados, y no porque dicho 
servicio o actividad no sea necesaria. Aclarado lo anterior, consideramos que la tasa pública se 
diferencia del resto de tributos y se justifica en la necesidad de solventar los costos que con ocasión 
a la prestación del bien o servicio se generan, siendo esta, su principal característica. 
 
 Las tasas públicas, más allá de la importancia académica que existe en tener los elementos de 
juicio suficientes para estudiar su desarrollo jurisprudencial y en últimas conocer de forma 
específica sus diferencias con los demás mecanismos tributarios contienen (junto con las 
contribuciones) una relevancia especial en el ordenamiento jurídico colombiano; el sistema y el 
método en el cobro de costos y beneficios enunciado en el artículo 338 constitucional. 
 
         El mencionado artículo interesó a la investigación gracias a la capacidad que tiene de 
proteger a la ciudadanía, mientras hace de forma efectiva el cobro de los recursos que afecta. Es 
claro que resulta más eficiente que las autoridades que prestan el servicio fijen la tarifa de las tasas, 
pues son ellos quienes conocen de primera mano el gasto que requiere la prestación de este. Sin 
embargo, dejar en libertad absoluta a las autoridades hubiese sido sin más, un error jurídico 
catastrófico. 
Delegar disposiciones tributarias sin consideración alguna, puede recaer en toda suerte de abusos 
y excesos de parte de las entidades que, sin un control expedito, afectan a la ciudadanía. En este 
sentido la disposición del artículo 338 consideramos que se encuentra como fundamental, pues, 
continua con el ideal de eficiencia, pero limita el campo de acción de las entidades que tienen a su 
cargo tasas o contribuciones afirmando que “el sistema y el método para definir tales costos y 
beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los 
acuerdos.” Un gran acierto del constituyente. 
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